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I.
GENERALIDADES SOBRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

1.1.
Estructura Político - Administrativa

Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y la prevalencia del interés general.

La organización política esta determinada por la Constitución
, la cual establece tres ramas del poder público: ejecutiva, legislativa y judicial. La rama ejecutiva está en cabeza del Presidente de la República, quien es el Jefe de Estado y de Gobierno, es elegido por voto popular para un período de cuatro años. Las últimas elecciones tuvieron lugar en mayo de 2006, resultando re-elegido como Presidente el doctor Álvaro Uribe Vélez. Además, los ministerios, los departamentos administrativos, los establecimientos públicos, las superintendencias y las empresas industriales y comerciales del Estado hacen parte de la rama ejecutiva, así como las gobernaciones de los departamentos y las alcaldías municipales. Los gobernadores y alcaldes son elegidos popularmente. 

La rama legislativa la conforma el Congreso de la República, el cual tiene una composición bicameral.  Dentro de sus funciones están: reformar la Constitución, expedir las leyes y ejercer control político sobre el gobierno y la administración. La Cámara Alta o Senado, está conformada por 100 senadores elegidos por circunscripción nacional, y 2 adicionales elegidos en circunscripciones especiales para las poblaciones indígenas. Por su parte, la Cámara Baja ó Cámara de Representantes, está conformada por 241 representantes elegidos por circunscripciones territoriales y circunscripciones especiales, en las que se incluye la representación de las etnias indígenas y afrocolombianas. Los legisladores son elegidos para un periodo de cuatro años.

La rama judicial o de administración pública de justicia, profiere decisiones independientes y autónomas. Está integrada por la Corte Constitucional, que tiene a su cargo la guarda de la integridad suprema de la Constitución; la Corte Suprema de Justicia, máximo Tribunal de la jurisdicción ordinaria (salas penal, civil y laboral), el Consejo de Estado (máximo Tribunal Contencioso Administrativo y Sala de Consulta y Servicio Civil); el Consejo Superior de la Judicatura (máxima autoridad administrativa y disciplinaria de la rama judicial), la Fiscalía General de la Nación (Fiscal General y Fiscales Delegados) y los Tribunales Superiores de Distrito Judicial (normalmente en las capitales de los departamentos, jueces de circuito, jueces municipales).

Los Organismos del Control Público están constituidos por la Contraloría General de la República. El Ministerio Público es ejercido por el Procurador General de la Nación, por el Defensor del Pueblo, por los procuradores delegados y los agentes del ministerio público ante las autoridades jurisdiccionales, por los personeros municipales y demás funcionarios que determine la ley. Al Ministerio Público corresponde la guarda y promoción de los derechos humanos, la protección del interés público y la vigilancia de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas. La Contraloría General de la República tiene a su cargo la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración.

El Procurador General de la Nación es elegido por el Senado. La Procuraduría tiene la función de velar por el cumplimiento de la Constitución, las leyes, las decisiones judiciales y los actos administrativos, proteger los derechos humanos y defender los intereses colectivos de la sociedad y el medio ambiente. Por su parte, el Defensor del Pueblo, bajo la suprema dirección del Procurador General de la Nación, vela por la promoción, el ejercicio, la divulgación y la defensa de los derechos humanos.  Es elegido por la Cámara de Representantes.

Colombia tiene una gran tradición democrática.  Las últimas elecciones realizadas fueron las legislativas y presidenciales en 2006. Para las primeras se inscribieron 20 partidos en listas de candidatos para las 100 curules del Senado por circunscripción nacional y otras dos por la circunscripción especial indígena. Para la Cámara de Representantes se inscribieron 412 listas para las circunscripciones territoriales (161 curules), 6 por las comunidades indígenas (una curul), 29 por las negritudes (2 escaños) y 22 por la circunscripción especial internacional - colombianos residentes en el exterior - (una curul). El escaño de las minorías corresponderá a la lista más votada entre las minoritarias en todo el país. Así, los partidos más votados en estas elecciones fueron el Partido Social de Unidad Nacional, Cambio Radical, El Partido Liberal, el Partido Conservador y el Partido Polo Democrático Alternativo. Para las elecciones participaron 5 candidatos resultando reelegido el Presidente Álvaro Uribe Vélez.

El territorio de Colombia tiene una extensión de 1.141.748 km2 y está dividido en entidades territoriales: departamentos, distritos, municipios y territorios indígenas. En la actualidad existen 32 departamentos y 1.098 municipios, que son las entidades fundamentales de la división política administrativa del Estado. Colombia es al mismo tiempo país de regiones en sentido cultural, ambiental y geográfico. Existen cinco macro regiones: Costa Atlántica, Chocó biogeográfico (o región del Pacífico), Orinoquía, Amazonía y región Andina, regiones éstas que se caracterizan por una gran diversidad cultural.

División político-administrativa por departamentos

	DEPARTAMENTO
	Área km2
	Capital

	Amazonas 

Antioquia  
            

Atlántico          

                Arauca
           


Bolívar


Boyacá
          

Caldas
           
                 

Caquetá
           
              

Casanare
           
              

Cauca
                     
   

Cesar
                     
              

Córdoba
           
              

Cundinamarca



Chocó
                     
   

Guajira, la 
          

Guainia
  

Guaviare
           
              

Huila
         

              Magdalena

Meta
           



Nariño
           



Norte de Santander  

Putumayo 

Quindío


                 Risaralda
 
                 

San Andrés y Providencia

Santander
  

Sucre


Tolima
 

Valle del Cauca 

Vaupés
           


Vichada         

            
	109.665

63.612

3.388

23.818

25.978

23.189

7.888

88.965

44.640

29.308

22.905

25.020

24.210

46.530

20.848

72.238

42.327

19.890

23.188

85.635

33.268

21.658

24.885

1.845

4.140

44

30.537

10.917

23.562

  22.140

  65.268

100.242             
	Leticia

Medellín

Barranquilla

Arauca

Cartagena

Tunja

Manizales

Florencia

Yopal

Popayán

Valledupar

Montería

Bogotá

Quibdó

Riohacha

Puerto Inírida

San José

Neiva

Santa Marta

Villavicencio

Pasto

Cúcuta

Mocoa

Armenia

Pereira

San Andrés

Bucaramanga

Sincelejo

Ibagué

Cali

Mitú

Puerto Carreño


1.2. 
Población

En Colombia se realizó un censo poblacional, cuyos resultados fueron presentados a partir del mes de mayo de 2006
. Este censo se efectuó con base en el Decreto 1100 de 2005, que estableció el año censal a partir del 22 de mayo de 2005. Los primeros resultados establecen que el número de personas que habitualmente residen en el territorio nacional es de 41.242.948. Además, se estimó que el número de colombianos y colombianas que viven en el exterior asciende a 3.337.107
. 

En el país predomina la población mestiza y se identifican cuatro grandes sectores étnicos y sociales diferenciados geográfica y culturalmente del grueso de la población: las comunidades afrocolombianas, los pueblos indígenas y las comunidades raizales de San Andrés y Providencia, así como el pueblo Rom o Gitano. 

Indicadores demográficos 1998 – 2005

	INDICADORES
	1998
	1999
	2000
	2001

	Población total
	40.826.814
	41.589.018
	42.321.386
	43.070.703

	Total hombres
	20.177.331
	20.554.940
	20.914.523
	21.282.226

	Total mujeres
	20.649.484
	21.034.078
	21.406.863
	21.788.477

	Total población urbana
	28.734.719
	29.432.716
	30.048.759
	30.693.455

	Total población rural 
	12.038.276
	12.106.296
	12.250.542
	12.341.939

	Menores de 1 año
	975.042
	974.809
	983.845
	984.025

	Menores de 5 años
	4.783.064
	4.783.911
	4.783.709
	4.784.582

	Menores de 15 años
	13.660.046
	13.780.236
	13.850.555
	13.962.496

	Menor de 18 años
	16.135.021
	16.268.561
	16.355.613
	16.490.400


	INDICADORES
	2002
	2003
	2004
	2005

	Población total
	43.834.117
	44.583.575
	45.325.260
	46’045.111

	Total hombres
	21.666.432
	22.043.893
	23.115.883
	22.562.104

	Total mujeres
	22.167.685
	22.539.682
	22.209.377
	23.483.007

	Población urbana
	31.346.069
	32.017.189
	32.700.477
	33.375.462

	Población rural
	12.429.770
	12.514.245
	12.594.476
	12.669.647

	Menores de 5 años
	4.790.163
	4.791.042
	4.787.252
	4’787.710 

	Menores de 15 años
	14.059.095
	14.121.712
	14.191.783
	14.231.966

	Menores de 18 años
	16.610.523
	16.716.529
	16’818.259 
	16’888.819 

	Proyección Nacional

	Fuente: DANE, Colombia. Proyecciones departamentales de población, según edad y sexo. 1995 – 2005.  


1.3. 
Indicadores socioeconómicos y culturales

Para la política del Gobierno actual, las mejores condiciones de seguridad, la disminución de la violencia, la estabilidad fiscal y macroeconómica, y la implementación de políticas de corto, mediano y largo plazo fueron los pilares de la reactivación económica y la generación de empleo. En el corto y mediano plazo, las políticas sectoriales se dirigieron a impulsar las  exportaciones, la construcción de vivienda e infraestructura, y la explotación y producción de hidrocarburos y minería. En el largo plazo, se sentaron las bases para una inserción ordenada de la economía colombiana en la economía mundial, a través del fortalecimiento de la competitividad y el estímulo a la inversión nacional y extranjera.

Fruto de lo anterior la economía colombiana creció en promedio anual 4,6% entre 2003 y 2005, nivel que, por períodos de gobierno, no se observaba desde el cuatrienio 1974-1978. Así mismo, durante 2005 el crecimiento alcanzó 5,2%, el nivel más alto de la última década, superior al crecimiento promedio de América Latina y al de países como Argentina y México. Durante el primer trimestre de 2006 esta tendencia se mantuvo al registrarse un crecimiento de 5,23% y, dado el crecimiento consecutivo de los últimos tres años superior a 4%, el país regresó a su promedio histórico desde mediados de 1970.

Producto interno bruto – Crecimiento anual (I trimestres)

[image: image1.emf]
* Datos preliminares

Fuente: Dane
A este resultado contribuyeron tanto factores internos como externos. Entre los primeros el más importante fue la mayor confianza, producto de la seguridad, que favoreció el crecimiento de la inversión y el consumo. A esto hay que agregar también las mejoras en productividad y el control de la inflación por parte del Banco de la República. Entre los factores externos se destacan la evolución satisfactoria de las exportaciones gracias al crecimiento alto y estable de nuestros principales socios comerciales, el nivel favorable de los términos de intercambio y el aumento en los flujos de capital, principalmente en inversión extranjera directa (IED). Este último, vale decir también, altamente ligado a las mejores condiciones

de seguridad en el país durante el período.  Pese a lo anterior, datos de la CEPAL señalan que en 2005 Colombia creció menos que los países que se beneficiaron de los buenos precios de los bienes básicos (commodities).

Estuvo por debajo de países como Chile, Perú y Venezuela, países que crecieron por encima del 6% en promedio y que, a diferencia de Colombia, no cuentan con factores perturbadores para el crecimiento como la violencia y el narcotráfico.
Los recursos asignados a este objetivo entre las vigencias 2003 a 2006 ascienden a $20,6 billones, de los cuales $12,4 billones provienen del sector descentralizado y $8,2 billones del Presupuesto General de la Nación (PGN). A junio de 2006 se había comprometido el 71,7% de los recursos apropiados de las cuatro vigencias (2003, 2004, 2005 y 2006) (cuadro 2.1). La ejecución de estos recursos muestra que entre 2003 y 2005 se comprometió el 91% del total apropiado y en lo que va corrido de 2006 un 30%.
Este nivel de ejecución presupuestal es consistente con el cumplimiento físico de las metas del Gobierno en reactivación económica el cual, en términos acumulados, alcanzó en promedio 92,3%. Se destacan los resultados obtenidos en política comercial, sostenibilidad ambiental, competitividad y desarrollo, los cuales alcanzaron niveles superiores a las metas previstas en 18%, 14% y 5%, respectivamente.

En aspectos como transporte (89%), hidrocarburos y minería (73%), vivienda y construcción (64%) y generación de empleo (55%) se alcanzaron niveles inferiores a lo previsto, pero importantes dada su incidencia en la evolución del crecimiento.

Crecimiento económico sostenible y generación de empleo

- Inversión por estrategias

($ millones)
[image: image2.emf]
(1) La ejecución presupuestal del PGN está con corte a junio 30 de 2006 y la del sector descentralizado a marzo 31 de 2006.

Fuente: Ministerio de Hacienda –SIIF; DNP-DIFP, Cálculos DNP - Sinergia.

La composición del gasto público en este objetivo refleja el énfasis en las estrategias de hidrocarburos y transporte. En la primera estrategia se asignó el 59,9% del total de recursos debido al alto costo de las inversiones requeridas en exploración y explotación de hidrocarburos, realizadas a través de ECOPETROL. En infraestructura estratégica en transporte, se asignó el 32,1% del total de recursos en obras de construcción, mantenimiento y rehabilitación requeridas en los subsectores carretero, férreo, fluvial, aéreo y marítimo.

Crecimiento económico sostenible y generación de empleo

(Recursos de inversión total por estrategias)
[image: image3.emf]
Fuente: Ministerio de Hacienda – SIIF; cálculos DNP - DIFP – Sinergia
Población ocupada

(Miles de personas)

[image: image4.emf]
Este total se calcula sumando los promedios anuales de empleos generados durante el periodo de

Gobierno

Fuente: Dane. Abril de 2006
INDICADORES MERCANO LABORAL

(Total Nacional)
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TASA DE DESEMPLEO

Fuente: DANE-ECH. Diciembre de cada año               

  (*) Ver nota introductoria de esta sección

Uno de los frentes prioritarios del Gobierno en el cuatrienio que termina fue la política comercial. En este campo los esfuerzos se centraron en la negociación de acuerdos comerciales y en el fortalecimiento de los instrumentos de apoyo a las empresas con potencial exportador.

El efecto de estas políticas, junto con las favorables condiciones de la demanda externa, se reflejaron en el buen desempeño de indicadores como el crecimiento de las exportaciones y la balanza comercial. Entre 2002 y 2005 las exportaciones mantuvieron un crecimiento promedio de 15,2% y se obtuvo un balance comercial positivo que pasó de US$37,5 millones en 2002 a US$1.385 millones en 2005. A marzo de 2006 alcanzó US$1.169 millones.

Las exportaciones alcanzaron una cifra record de US$21.185 millones en 2005 frente a los US$11.950 millones registrados en 2002, equivalente a un crecimiento de 76,9%. Vale la pena destacar el comportamiento de las exportaciones no tradicionales que crecieron 62,3% durante el mismo periodo al pasar de US$4.153 millones a US$10.819 millones. 
Balanza comercial

(US$ miles de millones FOB* - año completo)
[image: image6.emf]
FOB: valor de exportaciones sin fletes ni seguros datos a marzo de 2006

Fuente: Dane, cálculos: DNP-DEE-DEPP

1.4. 

Educación
El analfabetismo en Colombia ha disminuido de manera progresiva. De 10.8% en 1990 al 7.5% en el 2001. [1] De acuerdo con el Censo nacional de 2005, el 88.3% de la población de 5 años en adelante saben leer y escribir. 

En el año 2005 casi 11 millones de estudiantes asistieron a básica primaria, secundaria y media. La cobertura de educación básica llegó al 88%. Según la información reportada por las secretarías de educación, 8.310.165 estudiantes fueron atendidos en establecimientos oficiales y 2.475.304 por establecimientos no oficiales. [2]
En educación superior se crearon 211.891 cupos, lo cual permitió incrementar la cobertura del 21% al 25%. El crecimiento más significativo se presenta en los niveles técnico y tecnológico.
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Fuente: DANE
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Fuente: Ministerio de Educación Nacional 

Cobertura educativa

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Establecimientos
	59.248
	56.162
	56.162
	53.215
	55.057 

	Alumnos
	9.576.348 
	9.994.404 
	10.323.582 
	10.501.959 
	10.785.469 

	Tasa de Cobertura
	79% 
	82% 
	84%
	85% 
	88% 
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Fuente: Ministerio de Educación Nacional 

	
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005

	Establecimientos
	271
	272
	274
	275
	276

	Alumnos
	977.243
	1.000.148
	1.035.006
	1.104.051
	1.212.037

	Tasa de 

Cobertura
	21%
	21%
	22%
	23%
	25%


1.5.
Caracterización de la población con discapacidad en Colombia

El DANE, como entidad que tiene bajo su responsabilidad la regulación de la información estadística del país, con el apoyo del Ministerio de Educación Nacional, en el año 2002 concertó y diseñó una estrategia y una herramienta para el registro de la población con discapacidad, orientada a dotar al país de información estadística precisa y actualizada, que permita la localización y caracterización de este grupo poblacional, que facilite canalizar técnicamente desde la demanda, hasta los recursos a través de la formulación de planes, programas, proyectos y estrategias locales dirigidas a mejorar las condiciones de vida detectadas.

Para el Censo General 2005, se incluyo una pregunta específica en cuanto a las limitaciones que permitió obtener una información mas detallada de la población con discapacidad.

Censo general, personas con limitaciones, 2005

[image: image11.png]



Fuente: DANE 2005

Frecuencia de las limitaciones
[image: image12.png]



Prevalencia por grupos de edad y sexo

[image: image13.emf](%)

Concepto

Dic-02 Dic-03 Dic-04 Dic-05 Dic-06

Tasa de desempleo 15,6 12,3 12,1 10,4 11,8

Tasa global de participación 61,8 62,5 59,7 60,8 56,7

Tasa de ocupación 52,1 54,8 52,4 54,5 50,0

Tasa de subempleo objetivo 9,4 9,1 9,5 9,3 8,0

Tasa de subempleo subjetivo 30,2 31,9 30,6 31,2 35,7

Tasa de desempleo Jefe del hogar (*) 7,7 6,8 5,8 5,1 6,2

Fuente: DANE

(*) Información del tercer trimestre de cada año

Fuente: DANE

Proporción en porcentaje de personas con por lo menos una limitación
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II. 
APLICACIÓN DE LA CONVENCION AMERICANA PARA LA ELIMINACION DE TODAS LAS FORMAS DE  DISCRIMINACION CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

2.1. 
Marco Legal de aplicación

Mediante la Ley 762 de 2002 el Congreso de la República aprobó la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad,  y el 11 de febrero de 2004 el Gobierno depositó el instrumento de ratificación. Así, de conformidad con lo previsto en el artículo 10, numeral 2, de la Convención, ésta entró en vigor para Colombia a partir del 11 de marzo de 2004.

De conformidad con lo anterior, y de acuerdo a lo previsto en el artículo 93 de la Constitución Política colombiana, ésta Convención hace parte del bloque de constitucionalidad.

“ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su  limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 

…”

De igual manera, el Estado colombiano, a través de la Ley 22 de 1981 adoptó la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial de Naciones Unidas haciéndola parte del ordenamiento jurídico y siguiendo esta tendencia la Constitución Política de 1991 en sus artículos 13
 y 55 transitorio
, fijó el marco constitucional que garantiza el derecho a la igualdad y el principio de no discriminación. 

En este sentido, la Corte Constitucional colombiana definió a través de la sentencia T-098 de 1994, la “discriminación” como el acto arbitrario “dirigido a perjudicar a una persona o grupo de personas con base en estereotipos o prejuicios sociales por lo general ajenos a la voluntad del individuo (...) El acto discriminatorio es la conducta que pretende anular, dominar o ignorar a una persona (...), o el trato desigual e injustificado que, por lo común, se presenta en las prácticas institucionales o sociales que es contrario a los valores constitucionales de la dignidad humana”. 

En Colombia, con anterioridad a la Constitución Política de 1991, se habían dado algunas disposiciones con respecto a las personas con algún tipo de discapacidad
.  Sin embargo, a partir de la expedición de la Carta, se ha venido consolidando un marco jurídico que determina los derechos de la población con discapacidad y, al mismo tiempo, las obligaciones del Estado y la sociedad en relación con ellos. 

En la Constitución Política de 1991, se encuentran además, una serie de artículos que hacen mención expresa a la protección, atención, apoyo e integración social de las personas con discapacidad como los siguientes: 

· Artículo 13: “...El Estado protegerá especialmente a las personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

· Artículo 47: “El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran”. 

· Artículo 54: “El Estado debe (...) garantizar a los minusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud”. 

· Artículo 68: “...La erradicación del analfabetismo y la educación de personas con limitaciones físicas o mentales, (...) son obligaciones especiales del Estado”.

La Carta Magna define una serie de derechos fundamentales, sociales, económicos y culturales, además de los ya mencionados, los cuales son de carácter universal y por tanto cubren a quienes presenten algún tipo de limitación o discapacidad. El Artículo 25  hace mención al trabajo como derecho y obligación social, que se debe dar bajo condiciones dignas y justas; los Artículos 48 y 49, en los cuales se prescribe que la seguridad social es un servicio público, obligatorio y a la vez un derecho irrenunciable de todos los habitantes, además “Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud...”; el Artículo 52, fija el derecho de todas las personas a la recreación y al deporte; el Artículo 67, determina que la educación es un derecho de la persona; y el Artículo 70 se relaciona con el acceso de todos a la cultura.

En desarrollo del Mandato Constitucional, la Ley 361 de 1997 “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”.

Esta Ley, que se ha reconocido como un importante avance en cuanto a la definición de un marco para el manejo de la  discapacidad, puntualiza diversos aspectos en relación con los derechos fundamentales de las personas con limitación y establece obligaciones y responsabilidades del Estado en sus diferentes niveles para que las personas que se encuentren en esta situación, puedan alcanzar “...su completa realización personal y su total integración social...”; es así como se ocupa de asuntos como la prevención, la educación, la rehabilitación, la integración laboral, el bienestar social, la accesibilidad; además a través de esta norma, se constituye el “Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación” en calidad de “...asesor institucional para el seguimiento y verificación de la puesta en marcha de las políticas, estrategias y programas que garanticen la integración social del limitado...”, y se prevé la conformación de Grupos de Enlace Sectorial (Art.6º).

La Ley 361 de 1997, en especial en su Artículo 6º, está reglamentada actualmente mediante el Decreto 276 de 2000, que establece la conformación, define las funciones y señala el funcionamiento del Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación, fija las funciones del Secretario Técnico, define la coordinación del Comité Consultivo Nacional en la Consejería Presidencial para la Política Social y reglamenta la conformación y funciones de los Grupos de Enlace Sectorial.

A nivel sectorial, se han aplicado otras normas, que en su conjunto son de carácter universal y por tanto cobijan a toda la población. Pero, también en esta juridicidad se encuentran una serie de preceptos normativos específicos para el caso de la discapacidad: 

2.1.1.

En salud, empleo  y protección social:

Mediante el Decreto 205 de 2003 se fusionan los Ministerios de Salud y de Trabajo en el Ministerio de Protección Social, a quien se le atribuye la competencia, especifica de “Proponer y promover la ejecución de políticas de readaptación profesional y generación de empleo para personas con discapacidad, en coordinación con las demás Direcciones Generales del Ministerio
, es decir con las Direcciones de Salud Publica, de Riesgos profesionales, de Empleo, entre otras.

En materia de salud, la Ley 100 de 1993 crea el “Sistema de Seguridad Social Integral”,  “...cuyo objeto es garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la comunidad para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de las contingencias que la afecten” (Art.1). Contempla disposiciones específicas en relación con la invalidez y la discapacidad, en lo concerniente al “Sistema General de Pensiones” (Arts. 38 y 39), “Sistema General de Seguridad Social en Salud” y “Sistema General de Riesgos Profesionales” (Arts. 249 a 253 y 257). En el caso del Sistema de Salud, se prevé que toda la población será cubierta en lo relacionado con la promoción de la salud, la prevención de la enfermedad y la atención y recuperación; además señala que las personas con discapacidad sin capacidad de pago serán beneficiarios del Régimen Subsidiado (Art.157), y que en el caso del Régimen Contributivo la cobertura familiar incluye a las personas con discapacidad permanentes con mayoría de edad (Art.163). 

Dentro de este marco se han desarrollado otras normas para el sector salud, los Decretos: el 2226 de 1996 y 1152/99 que asignan al Ministerio de Salud la función relacionada con la dirección, orientación, vigilancia y ejecución de los planes y programas que en el campo de la salud, se relacionen con la tercera edad, indigentes, minusválidos y discapacitados. Las Resoluciones: 5261 de 1994 que adopta el manual de actividades, intervenciones y procedimientos del Plan Obligatorio de Salud en el Sistema de Seguridad Social en Salud, en el que se incluyen las actividades y procedimientos de rehabilitación; la resolución 4288 de 1996 define el Plan de Atención Básica que contiene acciones de promoción de la salud y prevención de la enfermedad para toda la población,  la 3165 de 1996, adopta los lineamientos de atención en salud para las personas con deficiencias, discapacidades y minusvalías; la 3374 de 2000 que reglamenta el sistema de información del Ministerio de Salud; 238 de 1999 “Por la cual se establecen las normas técnicas, científicas y administrativas que contienen los requisitos esenciales para la prestación de servicios de salud...” quedando incluidos los servicios relacionados con psiquiatría, medicina física y rehabilitación, terapia ocupacional, física y del lenguaje, etc.; la 1896 de 2001 adopta la Clasificación Única de Procedimientos en Salud, incluyendo los procedimientos relacionados con el desempeño funcional y la rehabilitación; la resolución  412 de 2000 y la 3384 de 2000, establecen las actividades, procedimientos e intervenciones de demanda inducida y obligatorio cumplimiento, adoptan las normas técnicas y guías de atención para eventos de detección temprana, protección específica y enfermedades de interés en salud pública.

El Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud ha expedido los Acuerdos: 72 de 1997 “Por medio del cual se define el Plan de Beneficios del Régimen Subsidiado”; 74 de 1997, que adiciona al Plan de Beneficios del Régimen Subsidiado la atención necesaria para la Rehabilitación Funcional de las personas con deficiencia, discapacidad o minusvalía;  77 de 1997, que define la forma y condiciones de operación del Régimen Subsidiado, incluyendo como priorizables para la afiliación a la población con limitaciones físicas, síquicas o sensoriales; el 117 de 1998 “Por el cual se establece el obligatorio cumplimiento de las actividades, procedimientos e intervenciones de demanda inducida y la atención de enfermedades de interés en salud pública”.   

En relación con el financiamiento en el sector salud, se expidió la Ley 643 de 2001 “Por la cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico de juegos de suerte y azar” en su Artículo 42  prevé dentro de la destinación de las rentas del monopolio al sector salud, que el 4% debe destinarse a la vinculación al Régimen Subsidiado de los discapacitados, limitados visuales y salud mental.

El Ministerio de Trabajo expidió los Decretos: 970 de 1994 que promulga el Convenio sobre readaptación profesional y el empleo de personas inválidas;1295 de 1994; que establece las prestaciones económicas y asistenciales para los trabajadores que sufren accidentes de trabajo y/o se les diagnostica enfermedad profesional, 917 de 1999 sobre el “Manual Único de calificación de pérdida de capacidad laboral”; 1128 de 1999 reestructura el Ministerio y se incluye la asignación de funciones  con respecto al tema de discapacidad; 1530 de 1996, en el artículo 6, numeral 3, se estipula que: ”Las entidades administradoras de riesgos profesionales deberán acreditar semestralmente ante la Dirección General de Riesgos Profesionales, infraestructura propia ó contratada, que garantice el cubrimiento para sus afiliados de los servicios de rehabilitación, de prevención y de asesoría que les compete” 

Además, Artículo 23 del Decreto 2463/01, establece la obligatoriedad de la rehabilitación previa para acceder al trámite de calificación de invalidez, Ley 776 de 2002 establece la obligatoriedad del cubrimiento de las prestaciones económicas y asistenciales para los trabajadores que han sufrido accidentes de trabajo y enfermedad profesional, en sus artículos 4° y 8° obliga a la reincorporación y  a la reubicación de los trabajadores con discapacidad de origen ocupacional  y varias Circulares que tratan sobre pérdida de capacidad laboral, y rehabilitación integral para el Sistema General de Riesgos Profesionales.

En materia de empleo, además de los estímulos establecidos en la ley 361 de 1997, se encuentra la ley 789 de 2002, que en su artículo 13 señala la exención en el pago de aportes al ICBF, SENA y cajas de compensación familiar a las empresas que vinculen trabajadores adicionales a los que tenía en promedio en el año 2002, y cuando entre estos trabajadores se encuentran personas con discapacidad comprobada no inferior al 25%, y cuando estos trabajadores no devenguen más de 3 salarios mínimos legales mensuales vigentes.
2.1.2.
Accesibilidad: 

Adicionalmente, está el Decreto número 1538 del 7 de mayo de 2005 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 361 de 1997”  para establecer las condiciones básicas de accesibilidad al espacio publico y la vivienda.

Para favorecer el acceso a la vivienda, El decreto número 975 del 31 de marzo de 2004 que reglamenta parcialmente las Leyes 49 de 1990, 3 de 1991, 388 de 1997, 546 de 1999, 789 de 2002 y 812 de 2003 en relación con el Subsidio Familiar de Vivienda de Interés Social establece una discriminación positiva para facilitar el acceso de las personas con discapacidad a este subsidio de vivienda.

Se encuentra el Decreto número 1660 del 16 de Junio de 2003  que reglamenta la accesibilidad a los modos de transporte de la población en general  y en especial de las personas con discapacidad.

Por su parte, la Ley 105 de 1993 “Por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el transporte...”. En los principios definidos en el Artículo 3º, plantea el acceso al transporte “en el diseño de la infraestructura de transporte, así como en la provisión de los servicios de transporte público de pasajeros, las autoridades competentes promuevan el establecimiento de condiciones para su uso por los discapacitados físicos, sensoriales y psíquicos”; y en lo que corresponde a subsidios, se posibilita el establecimiento de éstos a favor, entre otros, de las personas con discapacidad física. También, para lo correspondiente a la accesibilidad, están las Normas Técnicas ICONTEC, 4139, 4140 a 4145, 4201, 4339, 4279, 4407, 4695 y 4774. Con el apoyo de la Universidad Nacional para el Fondo de Prevención Vial, existe el Manual de Accesibilidad al Espacio Público y al Transporte.  

2.1.3.
Educación

El marco general a nivel educativo lo establece la Ley 115 de 1994 “Ley General de Educación”. Que en su Capítulo 1 del Titulo III (Artículos 46 a 49), prevé la “Educación para personas con limitaciones o capacidades excepcionales”, la cual plantea que la educación para estos grupos “...es parte integrante del servicio público educativo”. (Art. 46), y que “...el Estado apoyará a las instituciones y fomentará programas y experiencias orientadas a la adecuada atención educativa...” (Art. 47).

Recientemente se reglamentó esta ley mediante la resolución 2565 del 24 de octubre de 2003 para establecer los parámetros y criterios para la prestación del servicio educativo a la población con innecesidades especiales.

Igualmente, se han expedido los Decretos: 1006 de 2004 que modifica la estructura y funciones del Instituto Nacional para Ciegos –INCI-; el 2082 de 1996 reglamenta la atención educativa para personas con limitaciones o capacidades excepcionales
, en desarrollo del cual se formuló lo correspondiente al Plan de Cubrimiento Gradual de Atención Educativa para las personas con limitaciones o capacidades excepcionales
; el 2369 de 1997 da recomendaciones de atención a personas con limitación auditiva; el 3011 de 1997 sobre adecuación de instituciones en programas de educación básica y media de adultos con limitaciones; el 672 de 1998 relacionado con la educación de niños sordos y la lengua de señas.  Igualmente la Ley 324 de 1996 “Por la cual se crean algunas normas a favor de la población sorda”, en la cual el Estado reconoce la lengua de señas y plantea la investigación y difusión de la misma.

El Decreto 2247 de 1997, indica que el ingreso al nivel de preescolar no está sujeto a ninguna prueba de admisión o examen psicológico o de conocimientos, o a consideraciones de raza, sexo, religión, condición física o mental.

El Decreto 3012 de 1997, que reglamenta la organización y funcionamiento de las escuelas normales superiores establece que éstas tendrán en cuenta experiencias, contenidos y prácticas pedagógicas relacionadas con la atención educativa de las poblaciones de las que trata el Título III de la Ley 115 de 1994, en el momento de elaborar los correspondientes currículos y planes de estudio.

El Decreto 3020 de 2002, reglamentario de la Ley 715 de 2001, señala que para fijar la planta de personal de los establecimientos que atienden a estudiantes con necesidades educativas especiales, la entidad territorial debe atender los criterios y parámetros establecidos por el Ministerio de Educación Nacional. Además, indica que los profesionales que realicen acciones pedagógicas y terapéuticas que permitan el proceso de integración académica y social sean ubicados en las instituciones educativas que defina la entidad territorial para este propósito.

La Resolución 2565 de 2003, establece  los parámetros y criterios para la prestación del servicio educativo a las poblaciones con NECESIDADES EDUCATIVAS ESPECIALES otorgando la responsabilidad a las entidades  territoriales.

Existen además las Normas Técnicas: 4595 que establece los requisitos para el planeamiento y diseño físico-espacial de nuevas instalaciones escolares, acogiendo los temas de accesibilidad, seguridad y comodidad; el 4596 establece requisitos para diseñar y desarrollar un sistema integral de señalización en las instituciones educativas, que contribuya a la seguridad y fácil orientación de los usuarios dentro de éstas, dispone el uso de señales para personas con discapacidad;  4732 y 4733, especifican los requisitos que deben cumplir y los ensayos a los que se deben someter los pupitres y las sillas destinadas para uso de los estudiantes con parálisis cerebral y en sillas de ruedas, respectivamente
.
2.1.4.
Deporte

Ley 181 de 1995 “Por la cual se dictan disposiciones para el Fomento del Deporte, la Recreación, el Aprovechamiento del Tiempo Libre y la Educación Física...”. El Numeral 4 del Artículo 3 plantea como parte del objeto  “Formular y ejecutar programas especiales para la educación física, deporte y recreación de las personas con discapacidades físicas, síquicas, sensoriales...”, lo cual es también tratado en los artículos 11,12 y 24.

La Ley 582 de 2000, establece el Sistema Deportivo Nacional de las personas con discapacidad y crea el Comité Paralímpico Colombiano máximo ente rector del deporte y organiza por modalidad de discapacidad cada una de las federaciones deportivas.

2.1.5.
Comunicaciones 

En el sector de las comunicaciones, la Ley 335 de 1996 relacionada con la Comisión Nacional de Televisión (CNTV) y mediante la cual se crea la televisión privada,  ordena  que “...Se deberá incluir el sistema de subtitulación o lengua manual para garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o sordas” (Art.12). Igualmente, la Ley 361 de 1997 establece que el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones, adoptará las medidas necesarias para garantizarles a las personas con limitación el derecho a la información. (Art.66).

Así mismo,  se han expedido diferentes Decretos, entre los cuales está el 1900 de 1990 “Por el cual se reforman normas y estatutos que regulan las actividades y servicios de telecomunicaciones y afines, y el  1620 de 2003, por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Comunicaciones 
y se dictan otras disposiciones. En éstos, se plantea entre otros asuntos que: la información es un derecho fundamental, las telecomunicaciones tienen por objeto elevar el nivel de vida de los habitantes, las comunicaciones deben tener un uso y beneficio social, y se debe investigar necesidades, formular y gestionar proyectos de acceso y uso social de las tecnologías de la información y las comunicaciones tendientes a satisfacer las necesidades de las comunidades vulnerables y excluidas. Por su parte la CNTV, mediante el Acuerdo 38 de 1988 crea mecanismos para garantizar el acceso al servicio público de televisión por parte de las personas con limitación auditiva. La Resolución 001080 del 5 de agosto de 2002 fija los criterios aplicables a la programación de televisión para la población sorda. 
2.1.6.
Cultura

La Ley 397 de 1997 “Por la cual...se dictan normas sobre el patrimonio cultural, fomentos y estímulos de la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura...”. En el numeral 13 del Artículo 1º (Principios fundamentales) señala que el Estado, al formular la política cultural tendrá en cuenta y concederá “especial tratamiento a las personas limitadas física, sensorial y psíquicamente...”. E igualmente, en los Artículos 50 y 60, se fija que en los Consejos nacional, departamentales, distritales y municipales, habrá un representante de las agremiaciones culturales de discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales.  

2.1.7.
Infancia

Mediante  la ley 1098 del 8 de noviembre de 2006, el Congreso de la República expidió el Código de la infancia y la adolescencia, el cual  contempla en su articulado la protección de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad, así:

“Artículo 36. Derechos de los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad. Para los efectos de esta ley, la discapacidad se entiende como una limitación física, cognitiva, mental, sensorial o cualquier otra, temporal o permanente de la persona para ejercer una o más actividades esenciales de la vida cotidiana.

Además de los derechos consagrados en la Constitución Política y en los tratados y convenios internacionales, los niños, las niñas y los adolescentes con discapacidad tienen derecho a gozar de una calidad de vida plena, y a que se les proporcionen las condiciones necesarias por parte del Estado para que puedan valerse por sí mismos, e integrarse a la sociedad. Así mismo:

1. Al respeto por la diferencia y a disfrutar de una vida digna en condiciones de igualdad con las demás personas, que les permitan desarrollar al máximo sus potencialidades y su participación activa en la comunidad.

2. Todo niño, niña o adolescente que presente anomalías congénitas o algún tipo de discapacidad, tendrá derecho a recibir atención, diagnóstico, tratamiento especializado, rehabilitación y cuidados especiales en salud, educación, orientación y apoyo a los miembros de la familia o a las personas responsables de su cuidado y atención. Igualmente tendrán derecho a la educación gratuita en las entidades especializadas para el efecto.

Corresponderá al Gobierno Nacional determinar las instituciones de salud y educación que atenderán estos derechos. Al igual que el ente nacional encargado del pago respectivo y del trámite del cobro pertinente.

3. A la habilitación y rehabilitación, para eliminar o disminuir las limitaciones en las actividades de la vida diaria.

4. A ser destinatarios de acciones y de oportunidades para reducir su vulnerabilidad y permitir la participación en igualdad de condiciones con las demás personas.

Parágrafo 1o. En el caso de los adolescentes que sufren severa discapacidad cognitiva permanente, sus padres o uno de ellos, deberá promover el proceso de interdicción ante la autoridad competente, antes de cumplir aquel la mayoría de edad, para que a partir de esta se le prorrogue indefinidamente su estado de sujeción a la patria potestad por ministerio de la ley.

Parágrafo 2°. Los padres que asuman la atención integral de un hijo discapacitado recibirán una prestación social especial del Estado.

Parágrafo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional, a los departamentos y a los municipios para celebrar convenios con entidades públicas y privadas para garantizar la atención en salud y el acceso a la educación especial de los niños, niñas y adolescentes con anomalías congénitas o algún tipo de discapacidad.

El Estado garantizará el cumplimiento efectivo y permanente de los derechos de protección integral en educación, salud, rehabilitación y asistencia pública de los adolescentes con discapacidad cognitiva severa profunda, con posterioridad al cumplimiento de los dieciocho (18) años de edad.”

Finalmente, mediante el Decreto 2381 de 1999, se determinó como Día Nacional de las Personas con Discapacidad el 3 de diciembre de cada año.  
2.1.8.

Competencias territoriales

En lo que hace a las competencias de las entidades territoriales, ha sido promulgada recientemente la Ley 715 de diciembre de 2001 “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y competencias...”. Esta Ley tiene incidencia en el tema del manejo de la discapacidad, determina las responsabilidades que tienen la Nación y las entidades territoriales departamentales y municipales en la formulación y ejecución de los planes, programas y proyectos de los sectores de educación, salud en correspondencia con lo determinado en las Ley 100 de 1993 y 115 de 1994; y en los denominados “otros sectores”, entre los cuales están transporte, deporte y recreación, cultura, prevención y atención de desastres, y atención a grupos vulnerables. 
2.2.
Medidas administrativas adoptadas en aplicación de la Convención

2.2.1.

Plan Nacional de intervención en discapacidad – (2005-2007)

0 En cumplimiento al compromiso establecido en la ley 812 de 2003, por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo “Hacia un Estado Comunitario”, donde se plantea que: “Para atender la situación de Discapacidad en el país se desarrollará el Plan Nacional de intervención en Discapacidad, dentro del marco de la Política Pública, con el fin de garantizar los programas y estrategias intersectoriales que prevengan las situaciones de discapacidad. Propenderá por el respeto y el reconocimiento de las diferencias que de la condición de discapacidad se derivan, así como proveer las condiciones para lograr la mayor autonomía y participación de las personas con discapacidad en los espacios cotidianos y de vida ciudadana, con la participación, compromiso y solidaridad de la familia, la comunidad y el Estado”. 

El Plan constituye un instrumento de gestión de carácter estratégico para los organismos gubernamentales del nivel nacional. Con su desarrollo se contribuye a la implementación de la Política Nacional para la Integración Social de las Personas con Discapacidad contenida en el documento CONPES 80 de 2004
. 

El documento pretende facilitar la coordinación y  ejecución de los compromisos sectoriales sobre la materia, mediante la identificación y concertación del trabajo sectorial, intersectorial e interinstitucional. Esta articulación busca  la consolidación de las redes sociales e institucionales de apoyo a  la discapacidad en el nivel territorial, promoviendo el desarrollo de una cultura de convivencia y respeto de los derechos fundamentales.

0 Cabe anotar que para consolidar la política pública de discapacidad se requiere fortalecer el proceso de construcción colectiva en el que participan de forma activa representantes del sector público, del sector  privado y de la sociedad civil organizada en el nivel Nacional, y  de forma análoga  en los territorios, mediante la concreción de Planes de Acción  Territoriales diseñados a través de los Comité Técnicos territoriales. 

1 El Objetivo del Plan es prevenir la incidencia de la discapacidad y mejorar la calidad de  vida de las personas con discapacidad, sus familias y su acceso efectivo a los bienes y servicios sociales mediante la coordinación y articulación de las acciones gubernamentales que se implementan desde cada sector y las entidades del orden Nacional comprometidas con el tema.

El  Plan Nacional de Intervención en discapacidad está fundamentado  en varios elementos conceptuales: Por un lado el concepto de  Manejo Social del Riesgo (MSR), teoría económica que fundamenta a su vez el nuevo enfoque de Protección Social con base en el cual se crea el Ministerio de la Protección Social.

Por otro lado la evolución del concepto de Discapacidad que pasa en los últimos años de un enfoque biomédico a un enfoque ecológico de integración social, el cual considera los aspectos individuales de la persona con limitaciones en relación con un contexto social, cultural y físico. Las condiciones de interacción entre el individuo y el contexto así definido, son las que determinan la magnitud de la discapacidad de un individuo y su familia.

Los conceptos aquí citados se han presentado como el soporte teórico del abordaje de la Política Pública en Discapacidad. Por ello las acciones realizadas bajo el título de Política Pública, apuntan a mejorar no solo la condición de salud de la persona con discapacidad sino a incidir sobre ese entorno que la determina, es decir a proporcionarle una atención integral. 

En un primer momento, bajo la concepción de discapacidad definida por la nueva CIF
 se planteó una política pública que se definió como participativa, equitativa, descentralizada, solidaria, integral y concertada, traducida en un plan indicativo, que desarrolló acciones sectoriales y cuyos objetivos principales apuntaban a la Promoción de entornos saludables, la accesibilidad (vista como equiparación de Oportunidades) y el acceso a la habilitación/rehabilitación.

A la luz de estos criterios se trabajaron dentro de los Grupos de Enlace Sectorial (GES)
, los proyectos y tareas consignados en el plan indicativo 2003 – 2006, no sin algunas dificultades operativas y unas nuevas dificultades conceptuales que empezaron a surgir con el desarrollo de acciones en los territorios.

Aunque la propuesta contenida en el libro de “Bases para la formación de Política Pública” parte del marco teórico de Manejo Social del Riesgo, los componentes y líneas de acción que define (Prevención y Promoción, Equiparación de Oportunidades y Habilitación/Rehabilitación) responden más a la evolución del concepto de Discapacidad que al enfoque de Manejo Social del Riesgo (MSR). En el momento en que el gobierno nacional emite el Conpes 080 de 2004, fundamentado específicamente en el manejo social de riesgo, los actores institucionales y de la sociedad civil con compromiso de trabajo en el tema de discapacidad, generan un debate entre defensores y detractores de los dos enfoques, debate que aún no solo, no termina, sino que empieza a ampliarse a otros aspectos teóricos relacionados con entender lo qué es la política pública, lo cual se presentarán más adelante.

El Manejo Social del Riesgo deriva en una propuesta de Protección Social que privilegia dos tipos de intervenciones públicas: 

· Asistir a las personas, hogares y comunidades para mejorar su manejo social del riesgo.

· Proporcionar apoyo  a quienes se encuentran en extrema pobreza.

La primera intervención se centra en el desarrollo de estrategias de manejo del riesgo, clasificadas en estrategias de Reducción, Mitigación y Superación del riesgo en donde no solo el sector público aporta sino el sector  privado y la sociedad civil; y en donde se priorizan las poblaciones más vulnerables. 

El Estado asume un papel de garante de la Seguridad Social de la Población, pero transfiere el mercado de seguros al sector privado y una lógica de solidaridad como aporte de la sociedad civil, expresada en un subsidio por parte de los que pagan a los que no pueden pagar. 

La segunda intervención constituye un proceso de atención urgente  de grupos poblacionales en situación crítica. Esto significa que el Estado destina una importante cantidad de recursos a atender a la población más vulnerable en situación crítica, enfoque que ha tenido desarrollos exitosos, pero que por su misma esencia, se constituye en programas de corto plazo que suponen una superación más o menos rápida de la situación de crisis lo cual no es siempre congruente con la realidad.

La Protección Social se concibe entonces, como asistencia social sumada a la seguridad social y al mercado laboral. Sin embargo, así vista, la Protección Social está fuertemente ligada al trabajo formal, lo cual plantea de entrada una dificultad dentro de una situación en que la austeridad en el gasto público y los procesos  de reestructuración del estado privilegian el empleo no formal e informal.

Los detractores de este modelo, lo acusan de tender además hacia la privatización de la Protección Social y de tener un corte marcadamente asistencialista.

2.2.1.1.
El enfoque de Derechos

De manera sucinta el enfoque de derechos plantea que los individuos deben reconocerse, asumirse y ser considerados como sujetos de derechos fundamentales inalienables e irrenunciables. El desarrollo está entonces orientado sobre los intereses del pueblo a partir de procesos de gerencia y gestión social en los que las comunidades tienen el poder y la capacidad de definir y decidir sus derroteros para su desarrollo.

En la práctica esto implica una metodología de trabajo distinta en la que los niveles nacionales y departamentales se constituyen en niveles de apoyo y orientación de los niveles locales y no como niveles que señalan directrices de acción.

En el tema de discapacidad, la discusión se  centra entonces en decidir si la construcción de la política se debe desarrollar con un enfoque de Manejo Social del Riesgo o con un enfoque de Derechos y de Participación Ciudadana más compatible con el esquema anterior al Conpes.

El primero supone unas acciones del Estado tendientes a asegurar contra posibles riesgos a la población con discapacidad y el segundo implica que esta población entra a participar activamente en la definición de la Política y en la toma de decisiones frente al tema de la discapacidad.

Sin mayores desarrollos conceptuales en este punto de la discusión, se hace una revisión de los componentes que se venían adelantando desde el 2003 y de las líneas de acción propuestas por el Conpes 80 en donde se ve que las diferencias no son grandes en términos  globales y operativos y que por lo tanto se puede seguir avanzando en la definición de un plan de acción 2005 – 2007. 

2.2.1.2.
Alcance y propósito del plan

El Plan plantea como alcance, asumir y coordinar las responsabilidades y competencias de carácter nacional, sectorial e intersectorial y territorial, proyectando una cobertura regional, para avanzar conforme a las responsabilidad de las entidades del orden nacional y territorial en el marco de sus planes de desarrollo y de la descentralización,  en la prevención de la discapacidad,  la atención integral de la población en condición de discapacidad y su familia en lo relacionado con rehabilitación y habilitación, y el apoyo para el mejoramiento de la calidad de vida y equiparación de oportunidades,  para el reconocimiento de los derechos, la autonomía, la integración y la participación plena de este grupo poblacional. 

Este plan tiene un carácter interdisciplinario, interinstitucional,  intersectorial, y descentralizado. Facilita la articulación de acciones comunes, tanto horizontal como verticalmente. 

El propósito del Plan, es garantizar la dirección y coordinación del Estado en los diferentes niveles de Gobierno en la ejecución de acciones con respecto a la prevención, rehabilitación y equiparación de oportunidades de la población con discapacidad; e  impulsar su control y seguimiento en el marco de la corresponsabilidad del Estado y la Sociedad Civil, y desde una perspectiva del desarrollo de la política pública para la discapacidad.

De igual manera, cabe señalar que tanto el éxito en la realización del Plan, como el mejoramiento de las condiciones de vida de las personas con discapacidad, no dependerá solamente de los esfuerzos y coordinación de los gobiernos en sus diferentes niveles de descentralización, sino que también se requerirá de una decisiva participación y colaboración de las personas con discapacidad y sus familias, de las organizaciones que las representan y apoyan, de las empresas y organismos del sector privado, de los medios y de la cooperación internacional.
0 2.2.1.3.
Principios

· Transversalidad:

0 Se soporta en la Ley 361 de 1997, “Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”..., que ordena la intervención activa de todos los niveles competentes de la administración y en la participación corresponsable de las ONG’s involucradas en el tema de discapacidad.

La característica esencial de su concepción, es la transversalidad de la política pública,  y representa el compromiso gubernamental en el marco de la política social, para el mejoramiento de las condiciones de vida de este grupo de población; de tal manera que todos los sectores involucrados, deben responder por la atención de las personas con discapacidad, incorporando para ello los recursos necesarios del gasto público, en las áreas de su competencia  y garantizando el acceso efectivo de esta población a la correspondiente oferta institucional.

En concordancia con lo anterior, el Plan determina los programas y compromisos que cada sector del Estado debe ejecutar y mantener en el tiempo, para apoyar la satisfacción de las necesidades y  los derechos mínimos de las personas con discapacidad.

· Integralidad de la acción:

El Plan obedece al principio de  la integralidad de la acción pública, en la medida que contempla directrices y orientaciones explícitas para los diferentes sectores gubernamentales, las cuales no pueden ser satisfechas sólo por la sumatoria de las acciones sectoriales, sino, por la planificada coordinación de las mismas, en la búsqueda de logros por áreas de intervención. 

· Flexibilidad y contextualización:

Este Plan de Acción es además un instrumento flexible, que permitirá a las instancias regionales pertinentes adecuar sus contenidos y orientaciones a cada realidad regional y local. 

Igualmente deberá estar permanentemente enriquecido con los aportes de nuevos actores nacionales y territoriales, así como por los factores que inciden en la realidad y el contexto nacional.

2.2.1.4.
Estrategias para su organización e implementación

Nivel Nacional

Comprende dos instancias, una de Política, en la cual se fundamentan los propósitos de la política misma, a la vez cumple un papel de asesoría con respecto al Plan; otra de Gestión y Soporte Técnico, integrada por todas las instituciones compromisarias, que de manera simultánea  se ubican específicamente como: 

Comité Técnico Nacional: integrado por los profesionales de los diferentes sectores y entidades del orden nacional responsables del tema en el sector gubernamental, con funciones de coordinación de las diferentes instancias del Estado vinculadas programáticamente al tema de la discapacidad. Para el desarrollo del Plan,  coordina orientaciones y guías metodológicas y de procedimiento, sirviendo de puente con las organizaciones de la sociedad civil. 

Grupos de Enlace Sectorial: conformados por técnicos de los diferentes sectores, cuya función central consiste en identificar y concordar los principales productos a implementarse o a continuar implementándose al interior de las áreas de intervención del Plan en coordinación con representantes del sector privado y de  la sociedad civil. 

Instancia Política y Organismo Asesor:
El organismo asesor para el Plan, será el “Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación”, se fundamenta en las atribuciones dadas a este organismo, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 6º de la Ley 361 de 1997. 

El Comité Consultivo Nacional: integrado por representantes de la sociedad civil, es un organismo consultivo y asesor para el seguimiento, verificación y puesta en marcha de la política de discapacidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley 361 de 1997.

El Comité Consultivo Nacional, cuenta con una coordinación técnica delegada a una Consejería Presidencial de Programas Especiales y un Secretario Técnico en la Dirección de Promoción Social del Ministerio de Protección Social, el cual en coordinación con el Comité Técnico Nacional, será responsable de  dar las orientaciones de  política a los diferentes sectores y entidades compromisarias. 

El Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación, conformado de acuerdo con el Artículo 6º de la Ley 361 de 1997, que dice “Constituyese el “Comité Consultivo Nacional de las Personas con Limitación”, como asesor institucional, para el seguimiento y verificación de la puesta en marcha de las políticas, estrategias y programas que garanticen la integración social del limitado” 
 y según las funciones que se señalan en el Decreto 276 de 2000 y la Resolución 3489 de 2004, por la cual se conforma el Comité Consultivo actual.

Con base en el esquema descrito anteriormente y como resultado de la construcción participativa de las bases de la Política Pública en discapacidad, se han articulado acciones que trascienden los planes de gobierno, armonizando las entidades responsables del nivel nacional y territorial, junto con las organizaciones de la sociedad civil.

En este sentido, se ha orientado el trabajo teniendo en cuenta las directrices de “Las Normas Uniformes” adoptadas como directriz por Naciones Unidas. 

Las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad se han elaborado sobre la base de la experiencia adquirida durante el Decenio de las Naciones Unidas pasa los Impedidos (1983‑1992). El fundamento político y moral de estas Normas se encuentra en la Carta Internacional de Derechos Humanos, que comprende la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y también en la Convención sobre los Derechos del Niño y la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, así como en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos.

Teniendo en cuenta las normas uniformes, se identificaron los tres componentes estratégicos para intervenir la situación de discapacidad. Estos tres componentes son: i) Promoción y Prevención, ii) Equiparación de oportunidades y iii) habilitación y rehabilitación integral, los cuales orientaron la conformación de los Grupos de Enlace Sectorial (GES).

Como se anotó, el objetivo de esta instancia es la de servir de enlace entre lo publico y las organizaciones no gubernamentales. Deben cumplir un papel de  planificación en el nivel Nacional y apoyar técnicamente  la coordinación del Plan en relación con aspectos de planificación sectorial e intersectorial así como al Comité Consultivo Nacional. 

Dado su carácter intersectorial, generan visiones y misiones de carácter integral para el desarrollo de actividades de promoción y difusión de los derechos de las personas con discapacidad; la prevención, habilitación, rehabilitación, educación, integración familiar, social, laboral y demás aspectos que resulten necesarios para el cumplimiento, seguimiento y evaluación de la política de discapacidad.

GES de prevención y promoción:

“Este componente está integrado por todas aquellas actividades que buscan prevenir los factores de riesgo que causan discapacidad, y promover la cultura del auto cuidado, de generar entornos protectores, y un cambio cultural frente a la situación de discapacidad”. (Normas Uniformes – Naciones Unidas)

Por prevención se entiende la adopción de medidas encaminadas a impedir que se produzca un deterioro físico, intelectual, psiquiátrico o sensorial (prevención primaria) o a impedir que ese deterioro cause una discapacidad o limitación funcional permanente (prevención secundaria).

Dentro de las actividades necesarias para lograr estos objetivos, encontramos 

· Registro único y caracterización de la población con discapacidad- DANE 

· Elaboración y articulación de mapas de riesgo sobre la discapacidad: 

· Generación de entornos protectores o saludables

· campañas educativas e informativas sobre las causas de la discapacidad y la manera de prevenirlos.

GES de habilitación rehabilitación:
“Mediante este componente se busca crear, consolidar y cualificar una red de servicios de rehabilitación integral y habilitación para las personas con discapacidad”. (Normas Uniformes – Naciones Unidas)

La rehabilitación es un proceso encaminado a lograr que las personas con discapacidad estén en condiciones de alcanzar y mantener un estado función óptimo desde el punto de vista físico, sensorial, intelectual, psíquico o social, de manera que cuenten con medios para modificar su propia vida y ser más independientes. La rehabilitación puede abarcar medidas para proporcionar o restablecer funciones o para compensar la pérdida o la falta de una función o una limitación funcional.

Dentro de las acciones que integran este componente están:

· Organizar y cualificar los servicios de habilitación y rehabilitación integral.

· Desarrollar estándares de calidad en la prestación de estos servicios orientados a generar la máxima autonomía de la persona y su efectiva inclusión social.

· Organizar bancos de ayudas técnicas con criterios objetivos de asignación.

· Fortalecer la participación de la familia y la comunidad en la rehabilitación de la persona con discapacidad (Estrategia de Rehabilitación basada en la comunidad “RBC”).

GES de equiparación de oportunidades

“La situación de discapacidad comprende también un factor externo o del entorno, que es el que condiciona la participación efectiva de las personas con discapacidad a los servicios y espacios sociales que le permiten a un ser humano desarrollarse integralmente.  

Una comunidad que permita la inclusión o accesibilidad real a estos servicios básicos, es una comunidad que respeta y permite el ejercicio de los derechos humanos sociales, económicos y culturales de las personas con discapacidad.” (Normas Uniformes – Naciones Unidas)

Por logro de la igualdad de oportunidades se entiende el proceso mediante el cual los diversos sistemas de la sociedad, el entorno físico, los servicios, las actividades, la información y la documentación se ponen a disposición de todos, especialmente de las personas con discapacidad.
Por ello, las autoridades competentes, con el apoyo y activa participación de las organizaciones sociales deben adelantar acciones para permitir, entre otros, los siguientes objetivos:

· Integración educativa de todas las personas con discapacidad

· Inclusión de  las personas con discapacidad al servicio Educativo

· Inclusión laboral y empleo- desarrollo de la capacidad productiva

· Acceso a la salud y a la seguridad social

· Acceso a la información y la comunicación 

· Acceso a los espacios públicos y al transporte, 

· Acceso a los servicios culturales

· Acceso a la recreación y al deporte 

Los personeros, defensores de familia, y demás entes de veeduría y control social, son también aliados fundamentales para eliminar cualquier forma de exclusión o discriminación contra esta población.

Estructura nacional y territorial

Con participación de todos los sectores del Estado y representantes de organizaciones de la sociedad civil:

	Nacional
	Departamental
	Municipal

	Comité Consultivo Nacional
	Consejos de política social  
	Consejos de política social  

	Comité técnico nacional
	Comité de discapacidad
	Comité de discapacidad

	Grupos de Enlace Sectorial
	Grupos enlace sectoriales 
	Grupos enlace sectoriales


2.2.1.5.

Instituciones o Mecanismos Nacionales que trabajan en la prevención y eliminación de la discriminación y en la garantía de los derechos de las personas con discapacidad

Las instituciones que trabajan en la prevención y eliminación de la discriminación y en la garantía de los derechos de las personas con discapacidad son las mismas encargadas de la Política Pública Nacional en discapacidad. A continuación se enumeran estas entidades y se detallan sus funciones específicas en el tema de discapacidad.

· Ministerio se la Protección Social

El Ministerio de la Protección Social tiene como objetivos primordiales la formulación, adopción, dirección, coordinación, ejecución, control y seguimiento del Sistema de la Protección Social, establecido en la Ley 789 de 2002, dentro de las directrices generales de la ley, los planes de desarrollo y los lineamientos del Gobierno Nacional.

Las políticas públicas del Sistema de la Protección Social se concretan mediante la identificación e implementación, de ser necesario, de estrategias de reducción, mitigación y superación de los riesgos que puedan provenir de fuentes naturales y ambientales, sociales, económicas y relacionadas con el mercado de trabajo, ciclo vital y la salud, en el marco de las competencias asignadas al Ministerio.

Dentro de la estructura del Ministerio de Protección Social, se define en la Dirección General de Promoción Social, el Grupo de Discapacidad y Adulto Mayor que tiene entre otras, la función de establecer políticas y programas de protección social en torno a la discapacidad y coordinar las políticas de protección social del Ministerio con sus entidades adscritas y vinculadas, a nivel intersectorial en el orden nacional y territorial, y con actores públicos y privados encaminadas a proteger la población con discapacidad.

Conforme a las competencias señaladas a este Ministerio por medio del decreto 205 de 2003, le corresponde a la Dirección de Promoción Social la coordinación del Plan Nacional de Discapacidad y la definición de políticas  nacionales para ésta y otras poblaciones vulnerables. En desarrollo de esta función, esta Dirección debe realizar la coordinación intersectorial de las acciones del gobierno asumidas dentro de dicho plan.   

De otra parte, les corresponde a las demás direcciones del Ministerio, como la de Salud Publica, de Empleo, de Riesgos Profesionales, articular sus acciones con el Plan Nacional de Discapacidad, conforme a las competencias asignadas.

· Consejería Presidencial se Programas Especiales (CPPE)

La Consejería Presidencial de Programas Especiales (CPPE) es una dependencia de la Presidencia de la República de Colombia, creada mediante Decreto 519 del 5 de marzo de 2003. El objetivo de la CPPE es apoyar al Gobierno Nacional en la consecución de las metas que en política social están planteadas en el tercer objetivo del Plan Nacional de Desarrollo “Hacia un Estado Comunitario”. 

Para cumplir con el propósito de apoyar al Gobierno Nacional en la construcción de equidad social, la Consejería aprovecha las ventajas que tiene como dependencia del alto Gobierno: credibilidad, capacidad de convocatoria, gestión de recursos de cooperación, coordinación interinstitucional y canalización de diferentes tipos de ayudas, para adelantar programas y proyectos que beneficien a la población vulnerable.

La CPPE desarrolla sus programas en cuatro áreas consideradas como prioritarias: Promoción de Derechos y Redes Constructoras de Paz, Programa de Apoyo a la Discapacidad, Primera Infancia, y Participación Comunitaria y Movilización Social.
El Programa de Apoyo a la Discapacidad tiene como objetivos:

· Ampliar el acceso de las personas con discapacidad al uso de ayudas técnicas y tecnológicas que mejoren su desempeño autónomo, aportando de esta manera en el logro de las metas del tercer componente de la política pública.
· Facilitar la construcción de Política Pública en lo local mediante el fortalecimiento de redes sociales de apoyo a las personas con discapacidad, buscando garantizar su atención integral en el ámbito local.

· La Vicepresidencia de la República

En desarrollo de su misión de proteger los Derechos Humanos en Colombia, y particularmente de las poblaciones vulnerables, promoverá que la discapacidad sea entendida como una cuestión de derechos humanos y buscará promover su respeto, protección y no discriminación ante las entidades responsables. 

En desarrollo de este compromiso, se desarrollan estrategias de difusión en el campo de los derechos de este sector de población y de igual manera, en el acceso a la información sobre los planes y servicios sociales que se ofrecen al resto de ciudadanos. Igualmente, se buscará que estos programas y  los demás que hacen parte de la oferta institucional, tengan en cuenta sus necesidades, de tal manera que sean realmente accesibles e incluyentes.

· Ministerio de Comunicaciones

Dentro de los objetivos propuestos por el Gobierno Nacional, en el marco del Plan Nacional de Desarrollo “Hacia un Estado Comunitario”, para dar impulso al crecimiento económico y la construcción de equidad social en condiciones de seguridad y gobernabilidad, el sector de las telecomunicaciones desempeña un papel estratégico, al facilitar el uso apropiado de tecnologías de información y comunicación, como herramientas necesarias para el desarrollo.

El Ministerio de Comunicaciones, tiene como Misión ser el ente rector que direcciona, reglamenta y representa internacionalmente el sector de las comunicaciones y el de tecnologías de la información; promueve el acceso universal como soporte del desarrollo social y económico de la nación y ejerce una administración y control eficiente del espectro radioeléctrico y los servicios postales. 

En este sentido, se ha propuesto garantizar, a las personas con discapacidad, el ejercicio del derecho a la información y a la comunicación mediante el acceso y uso apropiado de tecnologías de comunicaciones, propiciando así, su activa participación en los diferentes espacios de interacción social y de fortalecimiento de la democracia.

En cumplimiento de esta meta y dentro del marco del Plan Nacional de Discapacidad 2004 – 2007 el Ministerio de comunicaciones ha determinado desarrollar, adaptar e implementar en las diferentes regiones del país, puntos con tecnologías apropiadas para facilitar el acceso a la información y la comunicación por parte de la población con discapacidad.

· Ministerio De Cultura

El Ministerio de Cultura tiene como objetivos, formular, coordinar, ejecutar y vigilar la política del Estado en materia cultural, deportiva, recreativa y de aprovechamiento del tiempo libre, de modo coherente con los planes de desarrollo, con los principios fundamentales y de participación contemplados en la Constitución Política y en la Ley y le corresponde formular y adoptar políticas, planes generales, programas y proyectos del sector administrativo a su cargo.

De conformidad con lo previsto en el artículo 1 de la Ley 397 de 1997, Ley General de Cultura,  el Estado al formular su  política cultural, concederá especial tratamiento a personas limitadas física, sensorial y síquicamente. En el marco de su misión, el Ministerio de Cultura busca incluir a la población en condición de discapacidad, fomentando la accesibilidad a los bienes y servicios culturales.
· Ministerio de Educación Nacional

Uno de los objetivos del Ministerio de Educación Nacional es garantizar la educación de  todos los niños y jóvenes colombianos en los niveles de básica, media y superior, desarrollando las políticas de cobertura y calidad. Esta intención incluye las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad, con criterios de acceso equitativo, permanencia y equiparación de oportunidades, así como de educación pertinente. También busca promover la educación de los jóvenes en el nivel de educación superior.

Con este propósito, la Subdirección de Poblaciones, dependencia del Viceministerio de Educación Básica y Media, desarrolla las siguientes acciones principales: 

1. Fortalecer la capacidad de las entidades territoriales para brindar educación pertinente a toda la población. Para ello, ofrece apoyo técnico y pedagógico, buscando consolidar la organización del servicio educativo y que se apliquen las políticas vigentes sobre el tema y las orientaciones pedagógicas para la atención de la población con necesidades educativas especiales. 

2. Identificar y promover condiciones institucionales que garanticen el acceso, permanencia y promoción de esta población en el servicio público educativo. Para ello desarrolla algunas estrategias de capacitación y proyectos puntuales, como son: diseño de una estrategia virtual para la divulgación de la lengua de señas colombiana, el braille y el ábaco; definición de indicadores de prácticas de educación inclusiva; diseño de indicadores de buenas prácticas inclusivas; y desarrollo de competencias laborales a través de la implementación de proyectos productivos.

3. Apoyar a las entidades territoriales para la identificación y caracterización de la población en mención, a través de la aplicación de instrumentos como la Resolución 166 de 2003 y el Registro de Población con Discapacidad (DANE).

4. Apoyar a las entidades territoriales para ampliar cobertura y garantizar la permanencia en el servicio. Para ello las asesora en la contratación de la prestación del servicio y les dota con  canastas educativas. 

Desde el año 2002, el DANE como entidad responsable de producir y difundir la información que requiere el país apara sus procesos de planificación, en coordinación con los ministerios de Educación Nacional y de la Protección Social, la consejería Presidencial de Proyectos especiales, el ICBF y la Red de Solidaridad Social, realizó el diseño e implementación del Registro para localización y caracterización de las personas con discapacidad, se determinaron responsabilidades institucionales para los municipios, los departamentos y el nivel central. En el periodo 2002-2005  el DANE ha suscrito Convenios con el Ministerio de Educación Nacional para avanzar en la implementación del registro. Además, con el apoyo del Ministerio de Protección Social, a través del Plan de Atención Básica, se han autorizado recursos para que los municipios desarrollen las actividades de recolección de información y  las gobernaciones brinden la asesoría y el apoyo requerido. El DANE, imprime las cartillas y los formularios que se capturan por escáner, brinda la capacitación a un grupo de multiplicadores por departamento, realiza el procesamiento de los datos y publica los resultados.

· Instituto Nacional Para Sordos – INSOR
Es un establecimiento público de carácter técnico del orden nacional, investigador y asesor del Ministerio de Educación Nacional, que se caracteriza por su gestión pública moderna dirigida a mejorar la calidad y ampliar la cobertura de los servicios educativos que se ofrecen a las personas con discapacidad auditiva y la integración social de esta población en el territorio nacional y  tiene como misión:

· Ser órgano asesor del Ministerio de Educación Nacional en la normatización científica y técnica de los servicio educativos para los limitados auditivos, y la supervisión de instituciones que ofrecen servicios para esta población.

· Liderar los planes y programas tendientes a mejorar la calidad de la educación y la cobertura de estos servicios,  para lograr el desarrollo integral del limitado auditivo con la participación de las entidades territoriales, la sociedad y la familia.

· Ser investigador de la problemática de la limitación auditiva y de alternativas de atención integral de esta población.

Entre los principales objetivos del  INSOR se consideran los siguientes: 

· Asesorar al Gobierno Nacional, Departamental y Municipal en la formulación de políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo de las personas con discapacidad auditiva a través de la educación.

· Promover y liderar a nivel nacional los procesos de investigación sobre la problemática de la limitación auditiva, servir de centro de información y divulgación, estadística y orientación.

· Velar por la calidad de la educación para las personas con discapacidad auditiva, por el cumplimiento de sus fines y por la mejor formación moral, espiritual, afectiva y física de esta población.

· Garantizar el adecuado cubrimiento del servicio público de la educación para las personas con discapacidad auditiva, con la participación de las entidades territoriales, la sociedad y la familia.

· Promover y coordinar la ejecución de planes de prevención y atención intersectoriales que permitan el desarrollo  integral de las personas con discapacidad auditiva. 

· Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA 

El objetivo del SENA es diseñar e implementar programas de capacitación y actualización para la población desempleada, población en situación de vulnerabilidad (población con Discapacidad), acordes con las necesidades del mercado laboral para que las personas mejoren sus niveles de empleabilidad.

Dentro de las Políticas para atención a la Población discapacitada está la de promover el acceso de las personas en Situación de Desventaja, a los servicios que brinda la Institución, reconociendo la diferencia y promoviendo la equidad, fomentando la concertación interinstitucional con Entidades Estatales responsables del manejo de la población para potenciar esfuerzos, la articulación de acuerdos con Alcaldías, ONGs y Gobernaciones  para que con recursos financiados por estos estamentos aumente la cobertura nacional de atención y la suscripción de un Acta de Intención con las entidades que manejan discapacidad que tiene por objeto: Aunar esfuerzos entre estas, para contribuir a la construcción de una mayor equidad en el acceso de oportunidades generadoras de ingresos, empleo, desarrollo humano y organizacional, de personas con discapacidad y en condiciones vulnerables, proporcionando la formación, capacitación y asesoría necesaria para ello, a fin de vincularse a actividades productivas.

Los Servicios ofrecidos por la entidad para atender a esta población son:

1. Información para el Empleo: Orientación Ocupacional, Capacitación, Información Laboral.

2. Capacitación Técnica: Cursos Largos y Cursos Cortos en las modalidades de Comercio y Servicios, Industria y Sector Agropecuario.

3. Emprendimiento y Empresarismo: Constituir, consolidar y fortalecer unidades productivas.

· Ministerio de Transporte

En el desarrollo de su misión de fijar las políticas en materia de transporte, tránsito e  infraestructura del conjunto de todos los modos de transporte, requeridos por el país, ha asumido las siguientes responsabilidades en la atención de la población con discapacidad: 

1. Prevención: Plan Nacional de Seguridad Vial, Programas para prevenir la accidentalidad y por ende la discapacidad.

2. Desarrollo formativo para la accesibilidad al transporte y al medio físico. 

· Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE 

Dentro del Plan de acción, la línea en la que participa el DANE es la relacionada con Información, y  tiene como objetivos diseñar, implementar y promover la construcción de un Sistema Nacional de Información sobre Discapacidad.  El sistema debe homologar los  registros y procedimientos para disponer de información sobre riesgos, perfiles epidemiológicos y caracterización de población con discapacidad. Se realizan los siguientes  compromisos:

· Implementar el Subsistema de Información a partir de la Demanda mediante el Registro para Localización y Caracterización de Personas con Discapacidad a nivel municipal.

· Implementar el Subsistema de Información Complementaria: Perfil Epidemiológico de Mortalidad y Morbilidad a nivel territorial - Departamentos – Municipal.

· Diseñar e implementar el Subsistema de Información Institucional sobre Oferta de servicios y coberturas a nivel nacional y territorial.

· Diseñar estrategias de comunicación y sensibilización para la toma, uso y consulta de información censal sobre discapacidad.

· Instituto Colombiano De Bienestar Familiar – ICBF 

En cumplimiento de las funciones de protección especial a niños y niñas en situación de abandono o peligro, el ICBF ofrece protección en instituciones adscritas al Sistema Nacional de Bienestar Familiar y Hogares Sustitutos, a los niños y niñas con discapacidad declarados en abandono o cuyas familias constituyan un factor de riesgo para su seguridad y desarrollo.  

Paralelamente a las acciones de protección, el ICBF está fortaleciendo los proyectos de apoyo a las familias en su función socializadora y de promoción de los derechos de los niños y las niñas, bajo el principio de que todos los niños, incluidos aquellos con alguna discapacidad, tienen derecho a ejercer sus derechos y desarrollarse en su contexto primario, la familia y la comunidad.  

Mediante procesos de fortalecimiento y movilización de redes sociales, se pretende evitar que la infancia con discapacidad sea abandonada o puesta en peligro por parte de las familias o agentes externos, de modo que los recursos que los recursos que hoy se invierten en protección por abandono o peligro, puedan, a mediano plazo, destinarse principalmente al impulso procesos de promoción y prevención, para que los niños y niñas con discapacidad dejen de ser discriminados y aislados y, por el contrario, se integren a la vida y el afecto de su familia y su comunidad, y reciban la atención necesaria por las redes institucionales prestadoras de servicios de salud, educación, recreación y cultura.

Desde la perspectiva de garantía de los derechos de los niños y las niñas, el ICBF entiende como prioritaria su función de movilización de recursos institucionales y comunitarios para la detección e intervención oportuna en caso de riesgo o condición de discapacidad de las poblaciones infantiles y juveniles atendidas a través de sus servicios.

· Coldeportes 

El Instituto Colombiano del Deporte "Coldeportes", es un establecimiento público adscrito al Ministerio de Cultura, dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente. Tiene como objetivo desarrollar, asesorar, ejecutar, supervisar y controlar todos los planes de estímulo y fomento de la educación física, el deporte, las actividades recreativas y el bienestar de la juventud colombiana, en atención a las políticas generales que formule el Gobierno Nacional a través del Ministerio de Cultura y según las decisiones adoptadas por la Junta Directiva del Instituto. 

El Compromiso del Instituto Colombiano del Deporte "Coldeportes", se enfoca a fortalecer y desarrollar la estructura del Sistema del Deporte, la Recreación y la Educación Física para las personas con Discapacidad de Colombia, a través de:

· La planeación, organización y realización de los Segundos Juegos Deportivos Paralímpicos nacionales 2008. 

· La cofinaciación de las actividades deportivas Nacionales e Internacionales del Comité Paralímpico Colombiano y las Federaciones por Limitación. 

· El apoyo a Deportistas Paralímpicos Colombiano de altos logros. 

· La asistencia y asesoría para la formación y capacitación de recurso humano. 

· La celebración de convenios interinstitucionales que favorezcan los procesos de investigación en el tema.

· Instituto Nacional Para Ciegos – INCI

Es un establecimiento público del orden nacional, de carácter técnico e intersectorial, adscrito al Ministerio de Educación Nacional, cuya función es la de diseñar y ejecutar políticas, planes y programas destinados al mejoramiento de la calidad de vida de la población ciega o con baja visión, en el contexto del respeto por la diferencia y la equiparación de oportunidades.
 

Para tal fin, el INCI presta los servicios de orientación, capacitación y acompañamiento a los entes territoriales y a las entidades responsables de la atención a las personas con limitación visual, en las áreas de educación, rehabilitación integral, integración laboral, acceso a la información e investigación y de prevención de la ceguera a la población en general.

 

El INCI cuenta con la única imprenta braille del país, así mismo cuenta con un estudio de grabación que produce libros hablados digitales para uso exclusivo de las personas con limitación visual.

2.3. 
Definición interna de “discriminación contra las personas con discapacidad”

Las siguientes son algunas de las definiciones incluidas en el Plan:

Discapacidad.- Es el término genérico que engloba: deficiencias, limitaciones en la actividad y restricciones en la participación. Expresa los aspectos negativos de la interacción entre un individuo con problemas de salud y su entorno físico y social.

Deficiencia.- Son problemas en las funciones fisiológicas o en las estructuras corporales de una persona. Pueden consistir en una pérdida, defecto, anomalía o cualquier otra desviación significativa respecto a la norma estadísticamente establecida

Limitaciones en la actividad. - Son las dificultades que un individuo puede tener para realizar actividades. Estas dificultades pueden aparecer como una alteración cualitativa o cuantitativa en la manera en que la persona desempeña sus actividades en comparación las que no tienen dificultades.

Restricciones en la participación.- Son problemas que una persona puede experimentar al involucrarse en situaciones vitales, tales como relaciones interpersonales, empleo, etc. en el contexto real en el que viven. La presencia de una restricción en la participación viene determinada por la comparación de la participación de la persona con discapacidad con la participación de una persona sin discapacidad en una situación análoga o comparable.

Para el Censo General del año 2005 efectuado por el DANE,  se utilizó el enfoque de limitaciones, delimitando las siguientes categorías:
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2.3.
Otras Políticas publicas en materia de eliminación de la discapacidad

2.3.1. 
Capacitación para prevenir y eliminar la discriminación

· Preparación de las entidades:

En lo relativo a la capacitación para prevenir y eliminar la discriminación, el Ministerio de la Protección Social, asignó $90’000.000 para realizar durante el año 2006, el diseño y la divulgación de la metodología para la elaboración de mapas de riesgos para la prevención de discapacidades, la cual permitirá que los entes territoriales en desarrollo de sus competencias en materia de salud, implementen programas de promoción y prevención en sus comunidades frente a la situación de discapacidad.

· Acciones de promoción y defensa de los derechos de las personas con discapacidad
El Grupo de Enlace Sectorial (GES) de equiparación de oportunidades, cuenta con la participación de entidades del gobierno y la sociedad civil, y ha planteado el desarrollo de una estrategia de comunicación y sensibilización frente a la discapacidad la cual se encuentra actualmente en construcción. Hasta la fecha, la Consejería Presidencial de Programas Especiales impulso la estrategia denominada: “Pa´to´el mundo una muestra de capacidad”, en el marco de la promoción y defensa de los derechos de las personas con discapacidad.

En esta estrategia ya se cuenta con una identidad gráfica y sonora validada por el Grupo de Enlace Sectorial de Equiparación de oportunidades, para lograr la identificación del trabajo conjunto para la integración social de las personas con discapacidad y la sensibilización de la población en general  hacia el tema de la discapacidad:

Los productos que integran hasta ahora, esta estrategia de comunicación son: 

1. 3 vídeos de 3 minutos sobre la accesibilidad física.

2. 3 presentaciones en animación de 3 minutos sobre la recreación de un mundo incluyente

3. 3 audios para radio de 3 minutos sobre experiencias de vida de personas con discapacidad.

Los recursos invertidos en esta estrategia durante el año 2005 ascienden a los $50.000.000 por parte de Consejería,  los cuales incluyen el diseño de identidad gráfica y sonora, y su validación en aproximadamente 15 municipios. También el diseño de videos, audios y presentaciones en flash.

El ICBF por su parte, capacitará a servidores públicos de regionales que manejan instituciones con niños, niñas y jóvenes en condición de discapacidad.

Igualmente, el INCI produjo piezas de comunicación como dos comerciales de televisión y una cuña radial para ser difundidos  a través de medios masivos, con el fin de propiciar el cambio de imaginarios hacia la población con limitación visual buscando la inclusión de éstas personas como sujetos activos en la sociedad.  La producción de dicha piezas tuvo un valor de $14’000.000 y hasta el momento se viene difundiendo por los canales de televisión nacionales y regionales a través de un convenio interinstitucional con la Comisión Nacional de Televisión. En cuanto a las cuñas radiales se han emitido a través de emisoras comunitarias del país.

· Acciones de identificación y registro de las violaciones a sus derechos humanos fundamentales

El DANE, contando con la activa participación de algunos representantes de organizaciones de y para la población con discapacidad, creó el Formulario  Único de Registro para la Localización y Caracterización de las personas con discapacidad, para obtener la información pertinente de la población discapacitada.
El Ministerio de la Protección Social a través de su Sistema de Información en discapacidad permite conocer las condiciones de vida, las características de las personas con discapacidad en el país y la disponibilidad de servicios para satisfacer sus necesidades. 

Entre los programas para promover los entornos protectores y prevenir las causas que generan o aumentan la discapacidad se encuentran los de esta entidad los cuales se desarrollan a través de varias entidades del Gobierno Nacional que han apoyado con gestión y recursos al DANE para que pueda brindar asistencia técnica a los departamentos en la implementación del Registro. Entre ellas, se destacan: el Ministerio de Educación Nacional, el Ministerio de la Protección Social, la Consejería Presidencial de Programas Especiales, y la Vicepresidencia de la República. Las acciones van desde la convocatoria y sensibilización de alcaldes y gobernadores sobre la importancia de contar con esta información en sus territorios, hasta la aplicación y actualización continua de esta información. El Ministerio de Educación mediante convenios interadministrativos durante los años 2002, 2004, 2005 ha invertido en el proyecto un total de $327.000.000 de su presupuesto.

Hoy en día, el DANE dentro de su presupuesto cuenta con una línea propia para cofinanciar el Registro continuo, si bien no son suficientes $300’000.000, se ha permitido brindar el apoyo técnico que los entes territoriales solicitan.
· Consecución Objetivos de La Convención

Siendo los objetivos de la Convención “la prevención y la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena integración en la sociedad” (ART. 2), las medidas adoptadas para su efectiva consecución están dadas en las políticas publicas de discapacidad, específicamente en el Plan Nacional DE Intervención en discapacidad.

2.3.2.
Otros Programas para la Eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad y para la inclusión

· Suministro de bienes

El suministro de bienes para la población discapacitada se da a través de los programas adelantados por las diferentes entidades como el INCI y el INSOR, así como por el Ministerio de Comunicación, en cuanto a la dotación de la infraestructura adecuada.

· Prestación de servicios:

El Ministerio de la Protección Social así como el INSOR y el INCI implementan las políticas públicas que afectan a la población con discapacidad en el marco del derecho a la salud, para una adecuada prestación de este servicio a la comunidad en discapacidad.

De este modo, en el marco del proyecto de Prevención en salud auditiva y Comunicativa el Instituto Nacional para Sordos, INSOR (entidad adscrita al Ministerio de Educación Nacional) realizó una inversión de $75.000.000. Se destacan entre otras acciones el diseñó del documento "Pautas para el Diseño de estrategias de Comunicación para la Movilización social", enfocado hacia la salud auditiva y comunicativa. El Insor cuenta con un resumen ejecutivo de la experiencia "Validación del Instrumento de Tamizaje para la Detección Temprana de Deficiencias Auditivas”.  

Igualmente, el INSOR apoyó la elaboración del apartado Derechos y Deberes dentro del documento "Lineamientos de Política para la Promoción de Entornos Protectores y Prevención de la Discapacidad”, y ha brindado asesorías y capacitaciones a los diversos entes territoriales en promoción y prevención de la salud auditiva, en las cuales se beneficiaron 13.488 personas de Bogotá, Cartagena, Meta, Caquetá, Norte de  Santander, Antioquia, Arauca, Quindío, Cundinamarca, Tolima, Guaviare, Boyacá, Putumayo, Risaralda. Finalmente, esta entidad hizo entrega del video "Pare Oreja " para su respectiva divulgación en las regiones.

De manera análoga, el Instituto Nacional para Ciegos – INCI desarrolló programas de prevención orientados a la detección de problemas visuales y oculares de la población escolar, en coordinación con entidades de salud y educación. 

· Capacitó a 4.884 personas entre docentes, profesionales de crecimiento y desarrollo, optómetras y oftalmólogos, coordinadores y profesionales del Plan de Atención Básica –PAB, Jardineras del ICBF y del DABS, líderes y madres comunitarias para la detección de alteraciones visuales y oculares en los Departamentos de Atlántico, Boyacá, Caldas, Cauca, Córdoba, Guainía, Guajira, Guaviare, Magdalena, Meta, Norte de Santander, Putumayo, Quindío, Risaralda, San Andrés y el Distrito Capital. Como soporte a la temática

· Se realizaron dos videos; el primero denominado “Una mirada al ojo” sobre anatomofisiología ocular, y el segundo “Ojo con tus ojos” sobre acciones de prevención.  En éstas acciones se invirtió un presupuesto de $52.600.489, lo que corresponde al 3.3% del presupuesto de inversión del Instituto en los últimos tres años.  

· Con la Fundación Oftalmológica Nacional – FUNDONAL, se dio inicio en el año del 2005 a la investigación en salud visual denominada “Prevalencia del glaucoma en la raza negra nativa del Chocó”, con una inversión de $50’000.000. El estudio obedece a que alrededor de 5.000 personas en ese departamento tienen ceguera, de las cuales el 15 % tendrían la limitación visual ocasionada por el Glaucoma. Los resultados aportarán información para diseñar un sistema de evaluación de riesgo de la presencia del Glaucoma en la población nativa del Chocó y plantear estrategias para intervenir en la historia natural de la enfermedad en comunidades afrocolombianas en el resto del país.

El Ministerio de la Protección Social lidera el proceso de prestación de servicios de salud mediante acciones como:

· La elaboración y publicación del documento "Lineamientos de política de Habilitación y Rehabilitación integral para el desarrollo familiar,  ocupacional y social de las personas con discapacidad", el cual fue realizado en el marco del trabajo del Grupo de Enlace Sectorial -GES de Rehabilitación y por el cual se busca ofrecer lineamientos técnicos a las Organizaciones Gubernamentales, Organizaciones No Gubernamentales y a la comunidad en general  para facilitar los procesos de rehabilitación de las personas con discapacidad. La publicación de este documento tuvo un costo de $9'800.000, recurso de vigencia 2004. 

· La realización del Primer Encuentro Nacional Sobre Políticas, Planes y Programas de Atención Integral a la Discapacidad adelantado en diciembre de 2004, con un costo de $10'000.000.

· El desarrollo de un estudio técnico, durante 2006, del análisis de costos de actividades de rehabilitación que haga posible la implementación de los procesos normativos necesarios para mejorar la calidad y oportunidad de acceso y prestación de los servicios de rehabilitación de las personas con discapacidad, en función del logro de su autonomía para el desarrollo de actividades cotidianas, de acuerdo con las características personales y del entorno cercano.

· Programas de Vivienda: 

Para promover el acceso de las personas con discapacidad a las oportunidades de acceso de vivienda, en condiciones de equidad, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, adoptó mecanismos de discriminación positiva ordenando mediante el Decreto 975 de 2004, que en los puntajes para la calificación de postulaciones para acceder al Subsidio Familiar de Vivienda, se diera una calificación especial las poblaciones vulnerables, entre ellas, a las familias en las que uno de sus miembros esté en condición de discapacidad.

De otro lado, este mismo Ministerio mediante el decreto el Decreto N° 1538 de 2005 “Por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 361 de 1997” estableció condiciones básicas de accesibilidad a la vivienda, obligando a los constructores que las zonas de copropiedad o de propiedad horizontal sean accesibles para las personas con movilidad reducida.

· Programas y actividades de Educación, esparcimiento y deportes

Educación

En el marco de convenio con MEN-DANE, por valor de $323’000.000 se adelantó el Registro para la Localización y Caracterización de la población con discapacidad en 280  municipios y 4 localidades de Bogotá, seleccionadas para tal fin, el cual generó el registro de 214.372 personas. Esta información, ha facilitado la identificación del nivel de cobertura educativa de las personas con discapacidad, y la necesidad de organizar y ampliar la oferta en materia de educación inclusiva. Se destinaron $5.505’000.000 para la ampliación de la cobertura educativa para 7.702 nuevos estudiantes con discapacidad en 21 Entidades territoriales. 

Así mismo, el MEN amplió su cobertura con una inversión de $ 7.000’000.000 logrando de esta forma que 6.139 (que corresponden al 20%) establecimientos educativos reporten matrícula de Necesidades Educativas Especiales –NEE-. Allí se encuentran matriculados 131.000 estudiantes con discapacidad. Se han aprobado 32 proyectos para la contratación del servicio por Recursos Adicionales y otros 7 aprobados  por el Fondo Nacional de Regalías –FNR-. Se han otorgado subsidios a 980 personas con discapacidad por valor de $468’.400.000,  desde el Fondo MEN-ICETEX. 

Durante el 2005 el Ministerio de Educación Nacional –MEN– realizó importantes avances en materia de integración educativa: 

· organizó la oferta educativa cuyo presupuesto fue de $1.500.000 de pesos más el costo del Recurso Humano docente y administrativo con los cuales se logró la elaboración y publicación de Lineamientos de política con Orientaciones pedagógicas para la integración educativa de niños y niñas y jóvenes con discapacidad o limitaciones, así como la capacitación de 1.682 docentes. 

· diseño un programa de Formación de Formadores que se pondrá en marcha a partir del 2006 y la publicación de más de 5000 documentos con dichas orientaciones.

· estableció mediante la Resolución 166 de 2003, entre otros, la obligación de las entidades territoriales de realizar el Reporte de matrícula oficial de las personas con discapacidad. 

· ha entregado más de 250 canastas con materiales didácticos a 250 instituciones educativas que están integrando estudiantes con discapacidad en 31 Entidades territoriales, y se han dotado 16 secretarías de educación con instrumentos de caracterización de la población y bibliografía especializada por un valor de $500 millones de pesos 

· diseñó 2 estrategias virtuales para el acercamiento a la Lengua de Señas Colombiana –LSC-  y el conocimiento y manejo del Braille-ábaco, en el marco del convenio con INCI, y FENASCOL por valor de $20 millones.

· contrató la elaboración de tutoriales sobre las orientaciones pedagógicas y se logró elaborar en convenio con la Corporación Síndrome de Down por valor de $100 millones, una herramienta de Indicadores de Propuestas de Educación Inclusiva instrumento, único en Latinoamérica. (www.colombiaaprende.edu.co).

· y también realizó la capacitación a más de 275 docentes de instituciones que atienden estudiantes con discapacidad visual, en el marco del Convenio con el Centro de Rehabilitación para Adultos Ciegos, CRAC, por valor de $758 millones. 

Además de lo anterior el Ministerio ha brindado acompañamiento a las entidades territoriales para organizar la oferta, proceso que ha permitido avanzar de forma importante en este aspecto. Al finalizar el 2005, 24 Entidades Territoriales tienen un  proceso de organización de oferta educativa en nivel alto (31%), 29 Entidades Territoriales en nivel medio (37%) y 25 Entidades Territoriales en  bajo (32%.) En este momento se les está brindando asesoría y acompañamiento a las que están en un nivel medio y bajo.

En cuanto a las acciones realizadas por los Institutos Nacional para personas ciegas INCI, y para personas sordas, INSOR, con miras a materializar el derecho a la educación de estas personas y su integración educativa, encontramos: 

El INCI fortaleció la atención educativa a la población ciega y con baja visión para incrementar el acceso, permanencia y promoción de esta población en el Servicio Público Educativo, en condiciones de calidad y equidad, mediante acciones de asesoría y asistencia técnica en el Modelo de Atención Educativa compuesto por los Módulos de baja visión, conceptualización, tecnologías y tiflología. 

Para ello la entidad capacitó a 1.379 docentes y directivos de las Secretarias de Educación de los departamentos de Antioquia, Arauca, Atlántico, Bolívar, Boyacá, Caldas, Caquetá, Casanare, Cauca, Cesar Córdoba, Cundinamarca, Chocó, Guajira, Huila, Norte de Santander, Tolima, Valle y Bogotá. 

Se efectuaron encuentros para el intercambio de experiencias y conocimientos, que enriquecieron el debate en torno a temas pertinentes para el mejoramiento de la atención a la población con limitación visual. De esta forma, se coordinó con el Ministerio de Educación Nacional 4 eventos regionales en las ciudades de Bogotá, Barranquilla, Cali y Medellín, contando con la participación de representantes de 23 Secretarias de Educación Departamentales, donde se dieron orientaciones generales en el Modelo de Atención Educativa. Se realizaron 2 Foros en las ciudades de Barranquilla y Armenia, contando con la participación de 136 personas, entre docentes y padres de familia, donde se presentaron ponencias y experiencias significativas en el tema de la integración educativa de población con limitación visual. 

Se elaboraron documentos que soportan el proceso de formación y la pedagogía como área de conocimiento donde se inscribe la atención de la población con limitación visual. De esta forma, se prepararon 3 documentos: el primero que contempla las temáticas “Adecuaciones curriculares, Evaluación y Formación de docentes”. El segundo que contiene los “Lineamientos de Educación Superior “y el tercero “Orientaciones para la atención del menor de cinco años”.

Se llevaron a cabo 5 talleres en coordinación con el Centro Regional para el Fomento del Libro en América Latina y el Caribe-CERLALC dirigidos al fomento de la lectura, contando con la participaron de 110 personas entre bibliotecarios, docentes, profesionales de las Unidades de Atención Integral –UAI, promotores de lectura y padres de familia, en las ciudades de Bogotá, Barranquilla Cali, Medellín y Neiva.

En las anteriores actividades educativas el INCI invirtió $160’297.078, lo que equivale al 10,13% de su presupuesto de inversión en los últimos tres años.

Igualmente, realizó la publicación de 64 títulos en sistema macrotipo - braille y tinta integrados- de los cuales se imprimieron 4’051.678 páginas, 42 títulos en sistema braille con un total de 1’053.880 páginas impresas y 147 títulos en tinta para un total de 2.249.132 páginas impresas, contando con una inversión total de  $338.377.552, lo que corresponde al 21.4% de los recursos de inversión del INCI en los últimos tres años. 

El material producido en la Imprenta Braille se distribuyó a un total de a 61 Instituciones durante el año 2003, a 446 Instituciones durante el año 2004 y a 286 Instituciones en el año 2005, ubicadas en todo el país y 5 de ellas en países latinoamericanos, el presupuesto invertido fue de $24.000.000. 

Adicionalmente, el INCI cuenta con un estudio de grabación de voz donde se produce en Disco Compacto – CD, mediante un sistema digital la edición de diferentes clases de libros, textos, normas y documentos de interés general, denominado Sistema Libro Hablado Digital, del cual se produjeron 285 títulos representados en 3.105 horas de grabación, con una inversión de $146.974.237, lo que corresponde al 9.3% de los recursos de inversión. El catálogo de libros hablados se encuentra disponible en la dirección www.inci.gov.co y cuenta con 700 libros de los cuales 378 están en medio digital (CD).

Así mismo, el INCI efectuó seguimiento al proyecto de Aulas Informáticas recuperando 51 software JAWS y 39 Magic Vision,  en aquellos centros educativos  que no utilizaban esta tecnología y de esta manera ser reubicados en Instituciones que integran a personas con discapacidad visual en seis departamentos del país. 

Durante el 2006, el INCI asesorará la organización e implementación de programas de atención a la población con limitación visual en 10 entidades territoriales de las siguientes ciudades: Bogotá, Magdalena, Nariño, Norte de Santander (Ocaña), Risaralda, Sucre, Tolima, Córdoba, la Guajira y Huila y distribuirá  textos y material tiflológico a 250 entidades. 

En materia de nuevas tecnologías desarrollará 2 software especializados para la población con limitación visual (Software de Musicografía -Etapa I, Multimedia sobre tecnología) y perfeccionará el programa Syncalc. Así mismo producirá 1.000 horas de libro hablado en formato digital daisy y realizará la adaptación de 5 textos escolares (química 11, ciencias 7 y 8, sociales 7, física 11) y 3 paquetes de láminas (ciencias naturales, geometría y estadística y ciencias sociales).

Por su parte, el Instituto Nacional para Sordos –INSOR- ha apoyado y asesorado permanentemente a las Secretarías de Salud de las entidades territoriales en los 32 departamentos del país,  en los 4 distritos y en 64 municipios, con el fin de mejorar la calidad de los servicios educativos ofrecidos a las personas con discapacidad auditiva. En este proyecto se beneficiaron 3.767 personas sordas escolarizadas o vinculadas a básica primaria, secundaria y media.

Con el propósito de mejorar la calidad de los servicios educativos y ampliar cobertura para las personas con discapacidad auditiva se realizaron diferentes estrategias como: asesoría, asistencia técnica, capacitación, visitas técnicas, que beneficiaron a funcionarios, docentes, y demás profesionales de los departamentos de Sucre, Santander, Atlántico, Tolima, Norte de Santander, Bolívar, Cordoba, Huila, Caquetá, Meta y Cauca.  

Igualmente se realizaron seminarios y eventos a nivel nacional  con el apoyo del Ministerio de Educación Nacional como: El “Seminario Taller Nacional Cualificación de Interpretes en el contexto educativo “y “Hacia una evaluación de Calidad en las Aulas para Sordos”.

Se socializaron estrategias metodológicas a docentes para la enseñanza del Castellano escrito como segunda idioma para los sordos de instituciones educativas de los entes territoriales de: Arauca (Saravena, TAME, Fortul, Arauca y Arauquita), Cundinamarca (Puerto Salgar), Quindío (Calarca, Montenegro, La tebaida, Circacia), Valle (Palmira), Magdalena, Meta (Acacias). 

Desde la línea de investigación en Educación y Pedagogía, el INSOR continuo la implementación de la propuesta educativa bilingüe básica primaria, la cual permite reflexionar y validar procesos pedagógicos desde un enfoque practico descriptivo e interpretativo y generar orientaciones pedagógicas. Esta propuesta se ha consolidado como un proyecto piloto demostrativo con rigor científico para los entes territoriales a los que se les brinda asesoría y asistencia técnica para mejorar los servicios de atención a la población con discapacidad auditiva.

En lo que respecta a la línea de investigación en Comunicación y Lenguaje se destaca la culminación del proceso de elaboración del diccionario de Lengua de Señas Colombiana, el cual se realizó en alianza entre el INSOR y el Instituto Caro y Cuervo y actualmente se encuentra en proceso de publicación. 

Como resultados de las investigaciones para el mejoramiento de la calidad de la educación el Insor elaboró diversos materiales dirigidos a docentes de la educación básica primaria, entre los cuales se destacan: Documento a publicar “educación bilingüe bicultural para sordos – etapa escolar orientaciones pedagógicas”; documento”: ”Hacia una educación de calidad en las aulas para sordos”.

El INSOR, durante el 2006, continúa realizando el acompañamiento técnico a las instituciones y  entes territoriales con el fin de potenciar las alternativas educativas para sordos en condiciones equitativas, fortalecerá y cualificará los servicios educativos ofrecidos a personas sordas. 

Además continúa brindando asesoría técnica a las Secretarias de Educación a nivel departamental, municipal y Distrital para la organización de la oferta educativa y realiza eventos con el propósito de cualificar la educación de esta población que esta dirigido a todos los departamentos del país con especial asistencia técnica en Magdalena, Huila, Córdoba, Bolivar, Nariño, Valle, Sucre, Tolima, Atlántico

· Cultura y arte

El Programa Nacional de Concertación, aprobó 13 proyectos departamentales que incluyen a la población con discapacidad, de los cuales  9 fueron presentados en la línea de Promoción y Equiparación de Oportunidades Culturales para la Población que presenta Discapacidad, con el fin de apoyar Proyectos Culturales que incluyan la participación en el desarrollo cultural, de población con discapacidad, y los 4 restantes en la Línea 3 Formación Artística y Cultural. Estos proyectos tuvieron un valor de $ 118’ 100.000. 

De otra parte, el Ministerio de Cultura en compañía de la Universidad Pedagógica, diseñaron un proyecto que permitirá recoger un directorio e iniciar el contacto con las entidades culturales que incluyen en sus programas a población con discapacidad. Además, la oficina de Infraestructura inició el inventario de accesibilidad de las entidades culturales de Bogotá, que pertenecen al  Ministerio de Cultura.                

Para garantizar el pleno disfrute del derecho a la cultura y al arte para las personas con discapacidad, el Ministerio de Cultura realizo varias acciones durante el 2006, entre las se encuentran: Incentivar a la población con discapacidad para que haga presencia en los Consejos departamentales de Cultura, aumentar la participación de la población con discapacidad en los procesos culturales locales, difundiendo la Línea del Programa Nacional de Concertación y continuar el proceso de reconocimiento y caracterización de las instituciones culturales que incluyen en sus procesos a la población con discapacidad; con el fin de facilitar la participación en el desarrollo cultural y posibilitar el ejercicio de los derechos culturales de la población colombiana en situación de discapacidad.

· Recreación y deporte
Para el año 2006, el proceso de planeación de los II Juegos dejará evidencia de la  preparación de 1400 deportistas con limitaciones físicas, mentales, visuales y auditivas, la cofinanciación de actividades del Comité Paralímpico Colombiano y sus Federaciones; el fortalecimiento del Deporte Departamental, a través de convenios de cofinanciación, el apoyo a 20 deportistas con discapacidad de altos logros, la estructuración y  funcionamiento de 30 escuelas de formación e iniciación deportiva, 250 personas capacitadas, 2 convenios firmados, 200 niños participantes en las escuelas de formación.

En el año 2006, el Instituto Colombiano del Deporte “COLDEPORTES” en coordinación con el Ministerio de la Protección Social y gracias a la aprobación por parte del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud (CNSSS) se suscribió un convenio cuyo propósito es que los deportistas de los niveles uno, dos y tres del Sisben, junto con sus grupos familiares, sean afiliados al Régimen subsidiado de salud.  El cupo será para 10 mil personas, incluidos los deportistas con discapacidad y sus grupos familiares.

· Accesibilidad a Instituciones publicas y privadas

A través de la Dirección General de Promoción del Trabajo del Ministerio de Protección Social y del SENA y de la Vicepresidencia de la República ha impulsado en el sector empresarial, las normas relacionadas con incentivos para la contratación de personas con discapacidad en espacios regionales y locales, y ha promovido la generación de proyectos productivos para personas con discapacidad y sus familias. 

Con el fin de sensibilizar y divulgar los elementos de política de integración laboral y las normas que benefician la vinculación de esta población al mercado de trabajo, se elaboraron las Cartilla: “Hacía una política sociolaboral integral para población con discapacidad” y “Normas de Integración Laboral de Personas con Discapacidad”, que se encuentran en proceso de publicación.

Para el desarrollo de este objetivo con el fin de generar proyectos productivos que den continuidad a procesos educativos, el Ministerio de Educación Nacional destinó $103.000.000 en el año 2005, para que en 3 municipios se encuentren desarrollando proyectos productivos con 161 personas vinculadas y 490 familias involucradas en el proceso, con el apoyo del FONDO EMPRENDER del Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA-, UMATAS, RESA y el Ministerio de Comercio. 

El SENA, a través de la Dirección de Empleo y Trabajo, viene liderando la suscripción de una Alianza público - privada, para promover la inclusión productiva de las personas con limitación, cuyo objetivo es aunar esfuerzos entre las diferentes entidades para contribuir a la construcción de una mayor equidad en el acceso de oportunidades generadoras de ingresos, empleo, desarrollo humano y organizacional, de personas con discapacidad y en condiciones vulnerables, proporcionando la formación, capacitación y asesoría necesaria para ello, a fin de vincularse a actividades productivas. 

· Accesibilidad a los Medios de transporte

Otra de las actividades realizadas por el Ministerio de Transporte en el transcurso del 2005, consiste en la divulgación del Plan Nacional de Discapacidad a través de conferencias y talleres en las entidades pertenecientes al sector transporte como lo son: la Superintendencia de Puertos y Transporte, los Directores Territoriales e Inspectores Fluviales del Ministerio de Transporte y con los coordinadores encargados del tema de transporte con cubrimiento de todo el país, Coordinadores del tema en las entidades: Instituto Nacional de Concesiones-   INCO-; Aeronáutica Civil de Colombia –AEROCIVIL-; Instituto Nacional de Vías –INVIAS- y el extinto Fondo Nacional de Caminos Vecinales.

Así mismo, realizó la divulgación interna y externa del Decreto 1660 de 2003 “Por el cual se reglamenta la accesibilidad a los modos de transporte de la población en general y en especial de las personas con discapacidad”, gracias a las visitas realizadas por el Ministerio de Transporte en los siguientes departamentos: Nariño, Valle; Cundinamarca–Bogotá, Casanare, Boyacá, Antioquia, César, Santander y Tolima.

Para el año 2006 el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial realizo la “Guía de Accesibilidad al Espacio Público” que se entrego en el mes julio y se publico en agosto, con un valor de $ 20.000.000, también se continuará con la divulgación del decreto 1538 de 2005 en el marco del "Programa de Fortalecimiento del Espacio Público Accesible y de Calidad" con que cuenta el Ministerio para adelantar asistencia técnica en los municipios del país, a través de la participación activa de las oficinas de Planeación y en general las entidades que intervienen en los procesos de gestión del espacio público.   

· Accesibilidad a los Medios de comunicación

En el 2006, el Ministerio de Comunicaciones desarrollo  la investigación de “Impacto sobre el acceso de la población con limitación auditiva a la información  a través de programas de televisión” con el INSOR de acuerdo con lo establecido en la Resolución 1080 /02.  El valor de la inversión será de $150.000.000. 

Actualmente la Agenda de Conectividad con el apoyo de la Vicepresidencia de la República y el Departamento Administrativo de la Función Pública se trabaja en una directiva que ordenará a las entidades públicas de la rama ejecutiva, la adaptación de sus portales y paginas web a los estándares internacionales de accesibilidad y diseño universal.  También en la puesta en marcha de un centro de atención telefónica call center – operado con un 25% de personas con discapacidad- que dará información sobre la oferta de programas y servicios de las instituciones del gobierno nacional a través de servido telefónico, e-mail y fax.

· Participación 

Con el fin de facilitar la ampliación de cobertura, la Consejería elaboró el manual metodológico “Pa´to´el mundo: guía para la construcción de Política Pública en Discapacidad desde lo Local”, que es la sistematización del proceso de fortalecimiento de redes en 7 departamentos.

Con el fin de promover los derechos a la participación de la población con limitación visual, el INCI prestó asesoría a los grupos asociativos en 16 departamentos para elevar su nivel de participación y su capacidad de interlocución ante las autoridades e instancias locales, con una inversión de $33’695.834. Para tal fin se promovió la vinculación de personas en espacios de participación ciudadana como los Consejos Departamentales de Política Social y los Comités Departamentales y Municipales de Discapacidad; así mismo con las regionales de la Defensoría de Pueblo se cualificó 66 personas con limitación en temas de liderazgo y derechos humanos.

En igual sentido, se realizó un encuentro Nacional de Organizaciones de Limitados Visuales en Bogotá, donde se intercambió información acerca de experiencias productivas, mecanismos de participación, liderazgo y redes organizacionales, contando con la participación de treinta (30) representantes de veintitrés (23) asociaciones a nivel nacional.

Se desarrolló un proyecto de Sistematización de Experiencias con 4 organizaciones de personas con Limitación Visual con el fin de interpretar  los procesos de participación y de asociación e identificar  los factores  que han permitido la sostenibilidad de las entidades; se trabajó con organizaciones del Valle, Meta y Bogotá D.C. Se  contó con un presupuesto de $ 19.900.919.
2.4.
Cooperación entre Estados y con Organismos Internacionales y Regionales

Dentro de la Estrategia Nacional de Cooperación Internacional elaborada por el Gobierno nacional con la participación de la sociedad civil, se identificaron diferentes líneas estratégicas de cooperación que resultan prioritarias para el país. En esta Estrategia, dentro de la Línea de Estado Social de Derecho y Derechos Humanos, se incluye la necesidad de gestionar recursos de cooperación internacional para desarrollar acciones afirmativas para la equiparación de oportunidades de las personas con discapacidad en Colombia
. En este contexto, el gobierno nacional ha gestionado ante diferentes cooperantes internacionales recursos de cooperación internacional para mejorar las condiciones de vida de las personas con discapacidad en el país. Entre las donaciones más representativas, tenemos las que se exponen a continuación. 

En materia de prevención y protección a las Víctimas de Minas Antipersonal, la embajada del Japón donó $1,537,819,007.00, con el objetivo brindar rehabilitación integral de manera directa en el sur occidente colombiano al 100% de las víctimas de minas antipersonal y municiones abandonadas sin explotar, al 80% de las personas con discapacidad generada por la violencia que actualmente vive el país e indirectamente al 20% de población en situación de discapacidad de causa distinta a la generada por la violencia en el sur occidente del país mediante el fortalecimiento de los servicios del Hospital del Valle.

Está igualmente en proceso de perfeccionamiento la donación de recursos U$25.000 por parte de la OEA para financiar el traslado, la alimentación y el alojamiento de los sobrevivientes de minas que requieren recibir tratamiento de rehabilitación integral en otras ciudades diferentes a su domicilio.

Con el convenio suscrito con el Gobierno Suizo a través de COSUDE y con UNICEF se busca el fortalecimiento de los servicios de atención integral  a las víctimas en diferentes regiones del país. Las entidades ejecutoras de estos recursos serán Handicap Internacional y el CIREC.

   
De otra parte, tal y como se mencionó anteriormente la Consejería Presidencial de Programas Especiales en su propósito de apoyar el fortalecimiento institucional y la posibilidad de acceso a las ayudas técnicas gestionó ante diferentes cooperantes, como la Iglesia de Jesucristo de los Santos de los Últimos Días, La Wheelchair Foundation, la Fundación United For Colombia, la Embajada de Corea, la Agencia de Adopciones de Dinamarca, Siemens y Unitrón. Estas instituciones han hecho posible que se hayan entregado ayuda técnicas por un valor estimado para el año 2003 de $ 630´200.000 pesos; para el año 2004 de $1117´800.000; y en el año 2005 de $ 1686´.000.000, para un total de: $ 3434´.000.000 pesos.
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Con la Fundación Once para América Latina, FOAL y el respaldo del Programa de Cooperación @lis-Alianza para la Sociedad de la Información de la Unión Europea, el SENA y el INCI lanzaron el Proyecto  “Red Social Colombia para la integración Socio- Laboral de las personas con limitación visual, cuyo objetivo es integrar social y laboralmente a este grupo poblacional mediante un programa de formación basado en el conocimiento de las nuevas tecnologías de información y comunicación. Este proyecto tiene una duración de tres años, y cuenta con 72.571 euros como aporte de la Unión Europea y 16.250 euros en recursos de contrapartida de Colombia. Hasta la fecha se han formado 598 personas con limitación visual en informática básica y mentalidad empresarial, y se consolidaron programas con el SENA en las Regionales de Atlántico, Chocó y Boyacá con una ejecución de $ 24.494 euros del aporte de la Unión Europea.

Así mismo la FOAL aprobó la ejecución del proyecto “Desarrollo de material didáctico para procesos de integración educativa de la población con limitación visual” con un aporte de $14.038 euros, con el propósito de elaborar láminas en alto relieve con información esencial en las áreas de matemáticas básica y media, ciencias básicas y media, símbolos patrios de Colombia y geografía de los entes territoriales. 
Ante la UNESCO, el Ministerio de Educación Nacional con el apoyo de la Vicepresidencia de la República presentó recientemente un proyecto piloto para generar modelos de escuelas integradoras en 4 municipios de Colombia. Igualmente el Ministerio de la Protección Social ha presentado ante la Agencia Española de Cooperación Internacional –AECI un proyecto que busca la integración laboral de las personas con discapacidad mediante alianzas estratégicas con el sector privado e intercambio de experiencias con empresarios españoles. 
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� Constitución Política de Colombia 1991. Título V “De la Organización del Estado” Arts. 113 y ss.


� Considerando que tan solo a partir del mes de mayo de 2006, se están publicando los resultados del censo poblacional efectuado durante el último año, en este informe no se cuenta con la totalidad de los resultados estadísticos obtenidos en el mencionado censo.


� Fuente DANE a mayo 22 de 2006.


[1] Departamento Administrativo Nacional de Estadística –DANE-, Encuesta Nacional de Hogares, Bogotá 2001 


[2] Ministerio de Educación Nacional. Estadísticas del Sector. www.mineducacion.gov.co


� “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados.  El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”


� “ Dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia de la presente Constitución, el Congreso expedirá, previo estudio por parte de una comisión especial que el Gobierno creará para tal efecto, una ley que les reconozca a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la Cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que habrá de demarcar la misma ley. En la comisión especial de que trata el inciso anterior tendrán participación en cada caso representantes elegidos por las comunidades involucradas. La propiedad así reconocida sólo será enajenable en los términos que señale la ley. La misma ley establecerá mecanismos para la protección de la identidad cultural y los derechos de estas comunidades, y para el fomento de su desarrollo económico y social.”


� Vale citar, el Decreto 2358 de 1981 que crea el Sistema Nacional de Rehabilitación; la Ley 50 de 1988 y el Decreto 2177, que normatizan aspectos de educación, readaptación y reubicación laboral; y la Ley 82 de 1989 que ratificó el Convenio 159 de la OIT.


� Artículo 28. Funciones de la Dirección de Promoción Social. 


� El Decreto 2082 es de gran importancia en cuanto que a través de éste se indican aspectos relacionados con principios y orientaciones curriculares, organización para la prestación del servicio, formación de educadores, apoyo financiero, entre otros. 


� Este documento contiene los criterios generales para que las autoridades de las entidades territoriales elaboren el Plan de Cubrimiento Gradual para la adecuada atención de las personas con limitaciones o con capacidades excepcionales de los departamentos, distritos o municipios, articulándolo a los Planes de Desarrollo correspondientes.


� Las Normas Técnicas citadas, fueron expedidas en noviembre de 1999.


� República de Colombia. Consejo Nacional de Política Económica y Social Departamento Nacional de Planeación. Documento CONPES 80. “POLÍTICA PÚBLICA NACIONAL DE DISCAPACIDAD 2004–2007”. 





� Estos conceptos de Discapacidad y el anterior de MSR, han sido desarrollados tanto en el documento Conpes 080 de discapacidad como en el libro de “Bases para la Formación de Política Pública en Discapacidad”, razón por la cual no se les da un mayor desarrollo en el presente plan.


� CIF: Clasificación Internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud. OMS. Mayo de 2001.


� Ver “Bases para la Formación de Política Pública  en Discapacidad”. Presidencia de la República – CPPE – RSS. 


� GES: Grupos de Enlace Sectorial.


� Lo dispuesto en este artículo, está actualmente reglamentado mediante el Decreto 276 de 2000.


� Para mayor información consultar página web: � HYPERLINK "http://www.acci.gov.co/Programas/Cooperación_Internacional/Cooperacion_Internacional_Colombia.htm" ��http://www.acci.gov.co/Programas/Cooperación_Internacional/Cooperacion_Internacional_Colombia.htm�
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